
DETENCIÓN
1.

SEGUNDA REGLA

Este es el caso de flagrancia, cuando una persona detiene a otra porque 
aprecia directamente que está participando en la comisión de hechos 
delictivos. Lo aprecia por sus sentidos, especialmente la vista, y no 
porque le platicaron que pasó antes. Se trata de hechos que cualquier 
persona puede identificar como delictivos; no se necesita ser un experto 
en leyes para darse cuenta de esa situación.

Fuera de ese supuesto, el efectivo sólo puede hacer una detención si 
existe una orden de aprehensión (firmada por un juez) o una orden de 
detención por caso urgente (firmada por el Ministerio Público).

EXPLICACIÓN DE LA REGLA

PRIMERA REGLA

Cuando un efectivo aprecie la comisión de un delito está obligado a 
intervenir. 

El habitante no tiene que ser el dueño. No importa si vive ahí porque 
renta o le prestan el inmueble. Debe ser mayor de edad y no tener alguna 
discapacidad intelectual. 

El efectivo debe asegurarse de que quede constancia por escrito de 
la petición para ingresar al domicilio y que se haga constar de manera 
clara e indudable, para que tal documento posteriormente pueda servir 
de prueba sobre la legalidad de la actuación.

La necesidad de contar con la petición de auxilio por parte del habitante 
también es exigible para los “domicilios accidentales”, es decir, para 
aquellos en los que las personas no residen habitualmente pero son 
espacios cerrados en los que pueden estar con intimidad para dormir 
y guardar sus pertenencias, como sucede con la habitación de un hotel, 
motel o pensión. Lo mismo aplica para las casas rodantes o “campers”, 
no así respecto de los coches ordinarios.

El efectivo puede ingresar a un domicilio sólo para atender una petición de 
auxilio que le fue hecha por uno de sus habitantes. 

EXPLICACIÓN DE LA REGLA
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1.Detención

No se consideran domicilios para estos efectos los lugares que no tienen la función de dar intimidad a 
las personas, tales como los almacenes, fábricas, talleres, oficinas, tiendas, locales o establecimientos 
comerciales abiertos al público (restaurantes, bares o discotecas). Sólo en estos casos, no es exigible 
el requisito de que el llamado de auxilio provenga de un habitante (porque, en sentido estricto, nadie es 
habitante de este tipo de lugares), pudiendo ser realizado por cualquier persona.

La posibilidad de ingresar al domicilio obedece a que la demora podría hacer ilusoria la investigación de los 
delitos y la aplicación de las penas correspondientes, además de que la autoridad policial tiene el deber de 
velar por la seguridad y protección de la ciudadanía, por lo que se convierte en garante de los bienes de la 
sociedad y  tiene la potestad de hacer que cese dicha afectación.

En caso de que se presente esta modalidad de la flagrancia, la autoridad debe de contar con datos ciertos o 
válidos que motiven la intromisión al domicilio, mismos que se deberán aportar a la autoridad ministerial y  
judicial para que puedan valorar si efectivamente se actualizó ese supuesto.

Si no se acredita que la intromisión al domicilio fue motivada por un delito flagrante, tal intromisión y lo que 
de ello derive, resultará ilegal.

Fuera de estos supuestos, el efectivo únicamente puede ingresar a un domicilio en tareas de apoyo al 
Ministerio Público que cuente con una orden de cateo expedida por un juez.

DATOS DE IDENTIFICACIÓN: Amparo Directo 14/2011. Fecha de resolución: 9 de noviembre de 2011. 
Ponente: Ministro José Ramón Cossío Díaz. Votación: Unanimidad1. 

HECHOS DEL CASO: El 31 de marzo de 2007 una persona que se negó a identificarse comunicó a un oficial 
de seguridad pública del Estado de México la presencia de un hombre lesionado dentro de un vehículo; 
pese a que el auxilio policial y médico fue oportuno, la persona herida falleció en un hospital al cabo de 
dos días. Casi siete meses después de tales hechos, un taxista dio información a dos policías de la misma 
entidad federativa sobre el supuesto autor de las lesiones, lo que motivó que los uniformados, ubicaran 
y entrevistaran al sujeto, quien ante ellos aceptó su participción en los hechos y, por tanto, fue puesto a 
disposición de la autoridad ministerial. 

1	 h t t p : / / w w w 2 . s c j n . g o b . m x / C o n s u l t a T e m a t i c a / P a g i n a s P u b / R e s u l t a d o s P u b . a s p x ? T e m a = & C o n s e c u t i v o = 
14&Anio=2011&TipoAsunto=1&Pertenecia=1&MinistroID=25&SecretarioID=0&MateriaID=0

TERCERA REGLA

El efectivo puede ingresar a un domicilio cuando dentro de él se esté cometiendo un delito en flagrancia o 
cuando el delito flagrante ha sucedido en la vía pública y el delincuente es perseguido hasta el interior del 
domicilio particular.

EXPLICACIÓN DE LA REGLA

PRIMERA SENTENCIA RELACIONADA
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HISTORIA PROCESAL: En primera instancia se emitió sentencia condenatoria por los delitos Cohecho y 
Homicidio calificado, que fue confirmada en apelación. El sentenciado presentó demanda de amparo 
directo para que se analizaran los postulados de los artículos 14, 16, 20 y 21 de la Constitución Federal y la 
pretendida vulneración de los artículos 9 y 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 7 y 8 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Dada la importancia y trascendencia del asunto, fue 
atraído por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para resolver sobre los temas de 
detención, presunción de inocencia y prueba testimonial en materia penal.

LA PRIMERA SALA, AL DECIDIR HIZO, ENTRE OTRAS ESTAS CONSIDERACIONES:

Del análisis realizado a las constancias judiciales,2 esta Primera Sala advierte que en el proceso penal 
instruido al demandante de amparo existieron violaciones esenciales al procedimiento que lo colocaron en 
estado de indefensión. 

En la demanda de amparo se hacen valer diversas consideraciones que cuestionan la legalidad en la 
demostración del presupuesto de responsabilidad penal. Argumentación que es esencialmente fundada. 
Esta Primera Sala advierte que en el presente caso se actualiza un estado de insuficiencia de pruebas para 
afirmar, con exclusión de toda duda razonable, la responsabilidad penal ********** en la comisión del delito 
de homicidio perpetrado en agravio de **********.  Los medios de prueba que se estimaron eficaces para 
comprobar el presupuesto anotado se destacaron como a continuación se expone:

· La autoridad responsable privilegió el testimonio de **********, quien señaló al sentenciado como la
persona que, de manera conjunta con dos individuos, agredió al sujeto pasivo. En particular, el quejoso fue
quien lo golpeó con una botella que previamente rompió.

· Imputación que estimó plenamente corroborada con la declaración ministerial del quejoso **********.
Le otorgó el carácter de confesión calificada divisible y desestimó la versión que aportó el imputado en
declaración preparatoria, al considerarla una retractación inverosímil.

· A lo anterior adicionó los testimonios de los policías ministeriales ********** y **********. Recordó
que ambos refirieron en términos similares que el sentenciado, al enterarse del señalamiento del testigo
**********, les refirió que efectivamente había participado en el homicidio de **********.

La ponderación y asignación de valor prevaleciente a los anteriores elementos de prueba condujo a la 
autoridad responsable a desestimar los testimonios de **********, ********** y **********, presentados por 
la defensa para corroborar la versión del sentenciado, en cuanto a que no participó en la comisión del delito 
pero sí presenció el momento en que tres individuos agredieron a la víctima. La autoridad responsable 
sostuvo que, no obstante los testimonios cumplían con las formalidades legales de recepción, su contenido 
era contrario a las pruebas que ya había valorado, las cuales otorgaban credibilidad a la primera declaración 
del sentenciado en la que aceptó haber cometido el delito. Precisó que la versión inicial del acusado era 

2	 El proceso penal instruido al demandante de amparo consta en la causa causa penal ********** del índice del Juzgado Segundo Penal 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Cuautitlán, Estado de México, y el toca ********** tramitado por la Primera Sala Colegiada Penal 
de Tlalnepantla, del Tribunal Superior de Justicia del Estado de México.
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1.Detención

discordante con lo afirmado por los testigos de descargo, quienes además omitieron relatar momento a 
momento las actividades que aquél realizó y pudo darse el caso que el delito lo cometiera en un lapso no 
cubierto por los testimonios. También, los calificó como testimonios aleccionados y extemporáneos.

[…] esta Primera Sala reitera que es correcta la afirmación del quejoso al señalar que la sentencia definitiva 
reclamada es inconstitucional. ¿La razón? Porque viola los principios generales de valoración de las pruebas 
que son observables en el contexto de la tutela del derecho humano de debido proceso legal, que ha sido 
interpretado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos como las condiciones que deben cumplirse 
para asegurar la adecuada defensa de aquéllos cuyos derechos u obligaciones están bajo consideración 
judicial, a fin de garantizar, en la mayor medida posible, la solución justa de la controversia.

Los elementos de prueba en los que se sustenta la afirmación de responsabilidad penal del quejoso, fueron 
apreciados en contradicción con los principios de presunción de inocencia, no autoincriminación, in dubio 
pro reo, defensa adecuada y contradicción que operan en marco del debido proceso legal. 

Los datos de individualización del testigo y la narrativa que vierte, como lo destaca el quejoso, no son 
suficientes para legitimarlo o acreditarlo, es decir, no tienen el peso necesario para otorgarle credibilidad. 
En realidad se coloca en posición de un testimonio singular del que deriva una imputación pero no 
está respaldado de otros medios de prueba que permitan aseverar, fuera de toda duda razonable, la 
responsabilidad penal del quejoso en la comisión del delito de homicidio de **********. Además, no fue 
examinado por la partes, bajo el principio de contradicción, ante el juez del proceso.

[…] la decisión de esta Primera Sala de atraer el conocimiento del presente asunto de basó en la necesidad 
de dilucidar la fuerza probatoria que debe tener un testimonio vertido ante el Ministerio Público, no ratificado 
ante el juez, bajo las condiciones [Antes aludidas]. Incluso, en la solicitud de facultad de atracción 45/2011, 
a manera de guía, se precisaron algunas de las interrogantes o cuestiones que debían ser resueltas; a saber:

·	 Determinar si el testigo de cargo tiene la característica de singular o de único.

·	 ¿Debe un juez penal otorgarle valor probatorio pleno al dicho de un testigo singular, en especial, cuando 
no existen otros elementos probatorios para acreditar la responsabilidad penal de un imputado?

·	 ¿Debe un juez penal dar valor probatorio a dicho testimonio, cuando existe duda sobre la identidad del 
testigo?

·	 ¿Debe un juez penal dar valor probatorio a dicho testimonio, a pesar de que fue rendido ante el agente 
del Ministerio Público y nunca ante el juez de la causa penal?

·	 ¿El hecho que un testigo no declare ante el juez de la causa penal viola el principio de inmediatez?

·	 ¿La búsqueda de la verdad histórica o real del evento que se reputa delictuoso está por encima de los 
requisitos legales y constitucionales para recabar las pruebas?

A la luz de tales interrogantes se requieren analizar las condiciones mínimas bajo las cuales debe rendirse 
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un testimonio para poder ser tomado en consideración en la sentencia. Asimismo, dado que para el estudio 
del presente caso es crucial definir la fuerza probatoria que puede o no tener el dicho de un testigo singular, 
se examinará este concepto y se le distinguirá de otros.

Testigo singular y testigo único: diferencias conceptuales y requisitos de validez. Como refirió, al resolver la 
solicitud de facultad de atracción concerniente a este asunto, la Suprema Corte ya ha construido, a lo largo 
de sus diferentes épocas, criterios jurisprudenciales y aislados respecto a las figuras del testigo único y 
singular, así como de su alcance probatorio en el proceso penal; sin embargo, resulta conveniente que esta 
Primera Sala actualice o aclare el alcance de estos criterios, pues éstos requieren ser armonizados con la 
interpretación progresiva que ha emitido en los últimos años en materia de debido proceso.

La revisión detallada de los criterios contenidos en las tesis aisladas y jurisprudencias más relevantes 
sobre la materia nos lleva a la conclusión de que hay una lógica común presente en todos ellos; a saber: que 
la declaración de un solo testigo, no corroborada con ninguna otra prueba aportada, es insuficiente para 
sustentar por sí misma una sentencia condenatoria.

En cambio, debemos hablar de “testigo singular” cuando, habiendo más de un testigo del acto delictivo, 
la imputación penal se pretende probar con el dicho de uno, de entre el conjunto de personas que lo 
presenciaron, porque los demás no comparecen al proceso –las razones pueden ser resultado de una 
ineficaz investigación e impulso de aporte de elementos de prueba para robustecer la imputación.

Sin embargo, dada la dificultad circunstancial que naturalmente presenta probar un hecho con el dicho 
de un solo testigo, el testimonio singular es un elemento prácticamente ineficaz en sí mismo o, dicho 
de otra manera, por sí solo, pues necesariamente debe estar acompañado de otros datos cualitativa y 
cuantitativamente suficientes para fincar responsabilidad penal. 

De este modo, cuando el juez concede valor probatorio a un testimonio singular debe hacerlo con suma 
cautela y con absoluto rigor argumentativo. Y, sobre todo, su decisión debe descansar fundamentalmente 
en una cantidad significativa de datos no refutados independientes al dicho del testigo singular, pero que 
vienen a corroborarlo. 

Como puede verse, ambas clases de testimonios no son por su propia posición individual y de facto 
inconstitucionales o inválidas; sin embargo tomadas como único elemento de soporte de los presupuestos 
de delito y responsabilidad penal son insuficientes para sustentar una condena. Es decir, el juicio de reproche 
no puede estar basado únicamente en tales declaraciones. Por ello, en todo caso, es la valoración que el 
juez hace de esos testimonios ―el peso que les otorga y bajo qué consideraciones― lo que puede resultar 
válido o inválido y lo que puede someterse a eventual impugnación. 

De esta forma, resulta válido concluir que si el juez otorga un valor preponderante o desproporcionado al 
dicho de un testigo singular o al de un testigo único, sin adicionar otros medios de prueba que soporte 
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1.Detención

la credibilidad de la imputación que de ellos emerge, claramente estamos frente a una violación a los 
principios de la debida valoración de la prueba. Ese dicho debe ser entendido como un indicio entre varios; 
requiere ser adminiculado con más elementos, de lo contrario es insuficiente para legitimar una condena.

 

Por ello, en casos en los cuales el material probatorio no sea apto para generar una respuesta contundente, 
certera y sólidamente apoyada en aserciones sobre hechos, procede resolver conforme al principio de 
presunción de inocencia, en su vertiente, in dubio pro reo; es decir, absolviendo. 

Así, el valor probatorio de los testimonios vertidos por testigos únicos o singulares debe ser idéntico al que 
se otorgue a otra clase de indicios, con la condición adicional de que, para tener validez, no pueden estar 
aislados, sino que deben estar corroborados por otros datos. Cualquier juicio explícito o implícito a través 
del cual se pretenda dar preponderancia a esta clase de testimonios, en las condiciones destacadas, es 
inválido. 

En el caso que ahora nos concierne, la autoridad judicial responsable confirió valor probatorio preponderante 
al dicho de un testigo singular, no corroborado por ningún otro elemento. Esta condición es suficiente para 
invalidar la sentencia, pues como se ha analizado un dicho aislado, no sustentado en otros elementos, no 
puede ser tomado en cuenta como prueba suficiente y eficaz para sustentar una condena penal. 

No obstante, el problema con la valoración de este testimonio –**********, no se reduce a lo anterior. Como 
se narró en el apartado de antecedentes, la declaración del único testigo de cargo fue rendida, única y 
exclusivamente, ante el Ministerio Público. El siguiente problema que debemos resolver es si resulta válido 
que el juzgador otorgue valor probatorio al dicho de un testigo (con independencia de si es único o singular) 
cuando es rendido exclusivamente ante el Ministerio Público. 

Ninguna diligencia que sea resultado de una fase donde el juez no interviene ―la averiguación previa― 
puede ser tomada en el proceso como un acto proveniente de una autoridad de la cual por presuponer 
buena fe que no admita cuestionamiento en el contradictorio. El Ministerio Público es una parte más, cuyos 
datos están tan sujetos a refutación como los del inculpado.  

[…] esta Primera Sala considera que es una exigencia del debido proceso el que los testimonios ofrecidos por 
el Ministerio Público deban desahogarse frente a un juzgador que dirime, imparcialmente, la controversia 
sometida a su jurisdicción. Las pruebas que deben dar sustento a una sentencia condenatoria, en su caso, 
deben ser desahogados ante un juez con el fin de que la contraparte tenga la oportunidad de contradecirlos 
y alegar en su contra para su defensa. 

Es claro que el testimonio de ********** no podía tener la fuerza probatoria que le concedió la autoridad 
judicial responsable, con el rango de preponderante, cuando no está soportada por otros medios de prueba 
y su credibilidad gravemente cuestionada. Éste no sólo fue un testimonio singular no corroborado ―lo 
que en sí mismo bastaría para invalidarlo― sino que únicamente fue vertido ante el Ministerio Público. Tal 
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persona tampoco compareció ante el juez por lo que su versión nunca pudo ser refutada por la defensa: 
circunstancia que claramente viola la garantía de defensa adecuada así como diversos principios rectores 
del proceso penal; a saber: el principio del contradictorio, de inmediatez y de imparcialidad. Y, sin dejar de 
considerar que no constituye un testimonio único, pues de acuerdo a los elementos de prueba existentes en 
la causa, no fue la única persona que tuvo la oportunidad de presenciar los hechos; existen otras personas 
que bien podrían aportar información para dilucidar lo que aconteció el día de los hechos, pero no fueron 
investigados por el órgano de acusación en líneas posteriores abundaremos sobre este tema. 

Ya que hemos concluido que el testimonio de ********** no cumplió con los requisitos de validez necesarios 
para tener alcance probatorio[…] es necesario analizar si son legales los pronunciamientos de la autoridad 
judicial responsable por los cuales: califica la declaración ministerial del quejoso como confesión; le da 
el carácter de confesión calificada; y, sostiene que la declaración preparatoria constituye una retractación 
inverosímil. 

El actual quejoso rindió la declaración ministerial transcrita sin estar asistido de un defensor, entendido éste 
como un profesional que cuente con la patente para ejercer la licenciatura en derecho, a fin de salvaguardar 
el derecho de no autoincriminación, presunción de inocencia y defensa adecuada. 

La declaración ministerial que se afirma como rendida por el inculpado, en estricto rigor a la prescripción 
establecida en la fracción II del apartado A  del artículo 20 de la Constitución Federal, carece de todo valor 
probatorio y constituye una prueba ilícita. En consecuencia, la sentencia definitiva reclamada es violatoria 
de los principios constitucionales de no autoincriminación, presunción de inocencia y defensa adecuada, 
por sustentar la determinación de acreditación de responsabilidad penal del sentenciado en una prueba 
ilícita obtenida en contravención a los criterios constitucionales y legales.3 

3	 Respecto al tema analizado resultan ilustrativos los criterios que ha emitido esta Primera Sala en relación a la prueba ilícita:
Jurisprudencia 1a./J. 121/2009, publicada en la página 36, del tomo XXXI, correspondiente a mayo de 2010, materias constitucional y penal, 
Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, con el contenido:
“AMPARO DIRECTO. PROCEDE QUE EN ÉL SE ANALICEN COMO VIOLACIONES AL PROCEDIMIENTO LAS COMETIDAS EN LA 
AVERIGUACIÓN PREVIA, CUANDO AFECTEN LAS GARANTÍAS CONTENIDAS EN LOS ARTÍCULOS 14 Y 20 DE LA CONSTITUCIÓN 
GENERAL DE LA REPÚBLICA, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 160, FRACCIÓN XVII, DE LA LEY DE AMPARO. Acorde con las reformas 
al artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 3 de septiembre 
de 1993 y el 3 de julio de 1996, además de ampliar el espectro de la garantía de defensa adecuada que debe operar en todo proceso penal, el 
Poder Reformador determinó que las garantías contenidas en las fracciones I, V, VII y IX de dicho precepto también se observarían durante 
la averiguación previa. Por tanto, para efectos de las garantías contenidas en el referido numeral, el juicio de orden penal incluye tanto la fase 
jurisdiccional (ante el juez) como la previa (ante el Ministerio Público); de ahí que algunas de las garantías antes reservadas para la etapa 
jurisdiccional, ahora deben observarse en la averiguación previa. En ese sentido, se concluye que es procedente que en el amparo directo se 
analicen como violaciones al procedimiento las cometidas en la averiguación previa, cuando afecten las garantías contenidas en los artículos 
14 y 20 constitucionales, en términos del artículo 160, fracción XVII, de la Ley de Amparo, que establece como violaciones procesales los casos 
análogos precisados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación o por los tribunales colegiados de circuito. Así, en tales supuestos pueden 
ubicarse las violaciones a las garantías observables en la averiguación previa, consistentes en la obtención de pruebas ilícitas, la negativa 
para facilitar los datos solicitados por la defensa y que consten en el proceso, así como la transgresión a la garantía de defensa adecuada, 
violaciones que no ameritarían la reposición del procedimiento sino la invalidez de la declaración obtenida en su perjuicio o de la prueba 
recabada ilegalmente, en atención a que su estudio necesariamente implicaría la interpretación directa de preceptos constitucionales; toda vez 
que el indicado artículo 160 tiene como finalidad reparar en el amparo directo las violaciones a las garantías individuales.”
Contradicción de tesis 68/2009. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo 
Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. 4 de noviembre de 2009. Mayoría de tres votos. 
Disidentes: Juan N. Silva Meza y Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.
Tesis 1a. CLXII/2011, visible en la página 226, del tomo XXXIV, correspondiente a agosto de 2011, materia constitucional, Novena Época, del 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, con el contenido: 
“PRUEBA ILÍCITA. LAS PRUEBAS OBTENIDAS, DIRECTA O INDIRECTAMENTE, VIOLANDO DERECHOS FUNDAMENTALES, NO 
SURTEN EFECTO ALGUNO. La fuerza normativa de la Constitución y el carácter inviolable de los derechos fundamentales se proyectan sobre 
todos los integrantes de la colectividad, de tal modo que todos los sujetos del ordenamiento, sin excepciones, están obligados a respetar los 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/9jXvSr

DR © 2017. 
Consejo de la Judicatura Federal-http://www.cjf.gob.mx/



C
ua

de
rn

o 
de

 T
ra

ba
jo

 d
e

13
C

rit
er

io
s 

Ju
ris

pr
ud

en
ci

al
es

1.Detención

[…] también carece de razón jurídica la apreciación de la Sala responsable en el sentido de que el quejoso 
confesó el crimen ante los elementos de la policía que lo detuvieron. Es evidente que cualquier afirmación 
del quejoso vertida en esas condiciones carece de absoluta validez en la medida en que el acto no revistió 
formalidades básicas: no fue rendido ante autoridad competente y no estaba debidamente asistido por un 
defensor. 

[Finalmente] es necesario analizar los supuestos en los que resulta válido detener a una persona, privarla de 
su libertad deambulatoria, a fin de someterla a cualquier clase de indagatoria. De este modo, se analizará el 
significado constitucional de las detenciones no autorizadas judicialmente: la flagrancia y el caso urgente. 

El estatus de las detenciones no autorizadas judicialmente en el orden constitucional. El artículo 16 de la 
Constitución Federal consagra un régimen general de libertades a favor de la persona, entre las cuales está 
―por supuesto― el derecho a la libertad personal.  

La estructura de este precepto constitucional se traduce en dos distintas formas de proteger los derechos: 
los dos primeros párrafos de dicho artículo los consagran positivamente,   y los párrafos subsecuentes 
señalan las posibles restricciones a las mismas; es decir, en qué supuestos el Estado puede generar 
afectaciones válidas a este derecho y bajo qué condiciones. 

[…] la figura [de la flagrancia] siempre ha estado recogida por el texto constitucional, fue hasta la última 
reforma del dos mil ocho que el órgano reformador de la Constitución introdujo por primera vez una 
definición del concepto. Anteriormente sólo se preveía una especie de prerrogativa a favor del ciudadano y 
de la autoridad (de cualquiera, en realidad) para aprehender al autor de un delito en el caso de flagrancia. Fue 

derechos fundamentales de la persona en todas sus actuaciones, incluyendo la de búsqueda y ofrecimiento de pruebas, es decir, de aquellos 
elementos o datos de la realidad con los cuales poder defender posteriormente sus pretensiones ante los órganos jurisdiccionales. Así, a 
juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las pruebas obtenidas, directa o indirectamente violando derechos 
fundamentales, no surtirán efecto alguno. Esta afirmación afecta tanto a las pruebas obtenidas por los poderes públicos, como a aquéllas 
obtenidas, por su cuenta y riesgo, por un particular. Asimismo, la ineficacia de la prueba no sólo afecta a las pruebas obtenidas directamente 
en el acto constitutivo de la violación de un derecho fundamental, sino también a las adquiridas a partir o a resultas de aquéllas, aunque en su 
consecución se hayan cumplido todos los requisitos constitucionales. Tanto unas como otras han sido conseguidas gracias a la violación de un 
derecho fundamental -las primeras de forma directa y las segundas de modo indirecto-, por lo que, en pura lógica, de acuerdo con la regla de 
exclusión, no pueden ser utilizadas en un proceso judicial.”
Amparo directo en revisión 1621/2010. 15 de junio de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos 
y González.
Tesis 1a. CLXXXVI/2009, publicada en la página 413, del tomo XXX, correspondiente a noviembre de 2009, materias constitucional y penal, 
Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación, con el contenido:
“PRUEBA ILÍCITA. EL DERECHO A UN DEBIDO PROCESO COMPRENDE EL DERECHO A NO SER JUZGADO A PARTIR DE PRUEBAS 
OBTENIDAS AL MARGEN DE LAS EXIGENCIAS CONSTITUCIONALES Y LEGALES. Exigir la nulidad de la prueba ilícita es una garantía 
que le asiste al inculpado durante todo el proceso y cuya protección puede hacer valer frente a los tribunales alegando como fundamento: 
(i) el artículo 14 constitucional, al establecer como condición de validez de una sentencia penal, el respeto a las formalidades esenciales del 
procedimiento, (ii) el derecho de que los jueces se conduzcan con imparcialidad, en términos del artículo 17 constitucional y (iii) el derecho a 
una defensa adecuada que asiste a todo inculpado de acuerdo con el artículo 20, fracción IX de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Si se pretende el respeto al derecho de ser juzgado por tribunales imparciales y el derecho a una defensa adecuada, es claro que una 
prueba cuya obtención ha sido irregular (ya sea por contravenir el orden constitucional o el legal), no puede sino ser considerada inválida. De 
otra forma, es claro que el inculpado estaría en condición de desventaja para hacer valer su defensa. Por ello, la regla de exclusión de la prueba 
ilícita se encuentra implícitamente prevista en nuestro orden constitucional. Así mismo, el artículo 206 del Código Federal de Procedimientos 
Penales establece, a contrario sensu, que ninguna prueba que vaya contra el derecho debe ser admitida. Esto deriva de la posición preferente 
de los derechos fundamentales en el ordenamiento y de su afirmada condición de inviolables.
Amparo directo 9/2008. 12 de agosto de 2009. Mayoría de cuatro votos. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.
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la Suprema Corte de Justicia de la Nación quien, en su Quinta Época, comenzó a generar interpretaciones 
sobre el alcance de su significado.

Como se puede apreciar, los actores del proceso de reforma constitucional [de 2008] dieron cuenta de este 
contexto y determinaron limitar la posibilidad de legitimar detenciones no autorizadas judicialmente, bajo 
la excusa de que se trata de detenciones en flagrancia. 

A partir de esta reforma, la flagrancia vuelve a aludir a la inmediatez a la que se refería la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en sus primeras interpretaciones de la Quinta Época. Y de esta forma, su significado 
readquiere un sentido literal y restringido, donde lo que flagra es lo que arde o resplandece como fuego o 
llama.4

Un delito flagrante es aquél (y sólo aquél) que brilla a todas luces. Es tan evidente e inconfundible que 
cualquiera es capaz de apreciarlo por los sentidos y llegar a la convicción de que se está en presencia de 
una conducta prohibida por la ley. Para reconocerlo no se necesita ser juez, perito en derecho o siquiera 
estar especialmente capacitado: la obviedad inherente a la flagrancia tiene una correspondencia directa 
con la irrelevancia de la calidad que ostenta el sujeto aprehensor. 

Esta nueva interpretación (obligada por la reforma de dos mil ocho) vuelve a dar sentido a la idea de que, ante 
un delito flagrante, cualquiera puede detener al sujeto activo del delito, pues ―como se ha insistido― tanto 
particulares como autoridades pueden apreciar la comisión del delito sin que para ello tenga relevancia si 
alguno de ellos cuenta con una investidura determinada. 

De este modo, la flagrancia siempre es una condición que se configura a la detención. Esto implica que la 
policía no tiene facultades para detener ante la sola sospecha de que alguien pudiera estar cometiendo un 
delito o de que estuviera por cometerlo. Tampoco puede detener para investigar. 

Sin embargo, para que la detención en flagrancia pueda ser válida (es decir, guardar correspondencia formal 
y material con la normativa que rige el actuar de la policía) tiene que ceñirse al concepto constitucional de 
flagrancia que fue delimitado en la última reforma a la que se ha venido haciendo referencia; esto es, tiene 
que darse alguno de los siguientes supuestos:

·	 La autoridad puede aprehender al aparente autor del delito si observa directamente que la acción se 
está cometiendo en ese preciso instante, esto es, en el iter criminis.

·	 La autoridad puede iniciar la persecución del aparente autor del delito a fin de aprehenderlo si, mediante 
elementos objetivos, le es posible identificarlo y corroborar que, apenas en el momento inmediato anterior, 
se encontraba cometiendo el delito denunciado. 

4	 De acuerdo con el diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, el verbo flagrar significa arder o resplandecer como fuego 
o llama.
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1.Detención

El juez que ratifica una detención en la que no es necesario esperar una orden de aprehensión (flagrancia 
y caso urgente) debe conducirse de acuerdo con el espíritu de la reforma constitucional a la que hemos 
hecho referencia. Como se ha dicho, éste consistió en otorgar al gobernado la seguridad de que no será 
aprehendido a manos del Estado por el solo hecho de que alguien lo ha señalado como delincuente, sin 
aportar datos concretos que pudieran corroborar esa acusación. 

Una vez aclarados los conceptos sobre la materia, es necesario analizar si en el caso sometido a nuestra 
consideración se cumplieron los requisitos que condicionan la validez constitucional de la detención. 

[…] en el caso del quejoso, ni siquiera hubo una denuncia formalmente planteada en su contra antes de 
la detención. De acuerdo con los informes de los policías remitentes ―a los cuales la Sala responsable 
concedió pleno valor probatorio― la razón por la cual procedieran a detenerlo fue porque, ―según afirman 
los aprehensores― al preguntarle sobre su responsabilidad en la comisión del delito de homicidio, él 
simplemente lo aceptó. Con motivo de ese reconocimiento, el quejoso supuestamente subió a la patrulla 
de los oficiales donde les ofreció dinero a fin de no ser presentado frente al Ministerio Público. Con base en 
este hecho se tuvo por acreditado el delito flagrante (respecto al cohecho) y consecuentemente se validó 
su detención. 

A juicio de esta Sala, este proceder es inadmisible a la luz de los estándares que han sido delineados en 
párrafos anteriores. El primer problema que es posible identificar respecto a la utilización de la flagrancia 
como elemento justificador de la detención es el siguiente: la aprehensión del quejoso ocurrió antes de 
la supuesta oferta de dinero a la cual se refirieron los policías ―hecho que fue calificado como delito 
flagrante―; es decir, la detención ocurrió a la comisión del delito flagrante. Como se afirmó en los párrafos 
precedentes, para que la flagrancia esté justificada como supuesto excepcional que autoriza la detención, 
el hecho flagrante tiene que cometerse antes de la detención; en otras palabras, ésta no puede ser causa 
de la flagrancia, sino la flagrancia la causa de la detención.  Por tanto, la flagrancia que se buscó justificar 
nunca se actualizó. 

Por otro lado, el informe de los policías remitentes señalaba que el quejoso fue aprehendido tras haber 
aceptado estar involucrado en la comisión del delito de homicidio. El principal problema que enfrenta este 
dato es que, aun suponiendo que las afirmaciones de los policías fueran veraces, lo cierto es que ellos no 
contaban con la investidura ni las facultades para interrogar al quejoso acerca de su supuesta participación 
en el delito. Además, el señalamiento informal de una persona que, por el azar, se reencontró con quien 
identificaba como un homicida, es claramente un elemento insuficiente para actualizar una detención. Un 
señalamiento con un grado de imprecisión semejante no puede ser considerado un elemento apto en sí 
mismo para justificar una detención. 

Validar detenciones basadas en datos tan inciertos como los que dieron fundamento a la aprehensión del 
quejoso, crearía un terreno fértil para la ejecución de detenciones arbitrarias. Una acusación planteada en 
los términos en que lo hizo el taxista, tan sólo podría ser considerado un elemento apto para desencadenar 
el actuar de la autoridad; esto es: el inicio de una averiguación previa, lo que eventualmente tendría que dar 
lugar, en su caso, a una orden de aprehensión.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/9jXvSr

DR © 2017. 
Consejo de la Judicatura Federal-http://www.cjf.gob.mx/



C
ua

de
rn

o 
de

 T
ra

ba
jo

 d
e

16
C

rit
er

io
s 

Ju
ris

pr
ud

en
ci

al
es

DECISIÓN: La Primera Sala sostuvo que el acto reclamado era violatorio de los artículos 14; párrafo segundo, 
16 y 20, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos –texto anterior a la reforma 
de dieciocho de junio de dos mil ocho–, en lo concerniente al derecho humano al debido proceso, garantizado 
por los principios de presunción de inocencia, no autoincriminación, defensa adecuada, contradicción y de 
las reglas de valoración de la prueba; y, en consecuencia, se concedió el amparo y protección de la Justicia 
de la Unión de manera lisa y llana.

DATOS DE IDENTIFICACIÓN: Amparo Directo en Revisión 2420/2011. Fecha de resolución: 11 de abril de 
2012. Ponente: Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Votación: Unanimidad. 5

HECHOS DEL CASO: A las 16:00 horas del 23 de diciembre de 2011, “Luis” y dos personas fueron a la casa 
de su amigo “Marcos”, quien no respondió a sus llamados a la puerta, por lo que ingresaron al domicilio y 
lo encontraron sin vida. En respuesta a la llamada telefónica hecha por “Luis”, la policía ministerial llegó 
al domicilio de “Marcos” y a las afueras se entrevistaron con el aludido y sus acompañantes, quienes les 
proporcionaron los datos de “Raúl”, que habitaba el domicilio junto con “Marcos”. Los agentes de la policía 
se comunicaron por teléfono con “Raúl” para informarle que tenían noticia de la muerte de “Marcos” y de la 
existencia del cadáver, y le solicitaron su permiso para entrar e inspeccionar el domicilio. Dicha autorización 
les fue concedida y en una de las habitaciones, encontraron,  el cuerpo de “Marcos”. A raíz de los elementos 
probatorios encontrados en la escena se siguió la investigación, que derivó en la aprehensión y procesamiento 
de una persona por su responsabilidad en el homicidio.

HISTORIA PROCESAL: La sentencia de primera instancia impuso condena por el delito Homicidio simple 
en coautoría material. En apelación se confirmó la condena. En el amparo directo se concedió la protección 
constitucional pero sólo para el efecto de volver a computar las penas. El quejoso interpuso recurso de revisión 
ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación para determinar la constitucionalidad del último párrafo del 
artículo 310 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de Baja California Sur, consistente en 
“que cuando los que habiten el domicilio autoricen el ingreso de la autoridad, no será necesaria una orden 
de cateo”, con relación a las formalidades esenciales para la emisión de órdenes de cateo contenidas en el 
artículo 16 constitucional, respecto de la protección e inviolabilidad del domicilio. 

CONSIDERACIONES:

[…]

Atendiendo a lo expresado por el quejoso […], la litis constitucional del presente asunto plantea la necesidad 
de determinar si el último párrafo del artículo 310 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de 

5	  http://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/DetallePub.aspx?AsuntoID=132578 

SEGUNDA SENTENCIA RELACIONADA
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1.Detención

Baja California Sur resulta violatorio del derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio […]

El último párrafo del artículo 310 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de Baja California 
Sur establece –en la parte que ahora nos interesa- que cuando los que habiten el domicilio autoricen el 
ingreso de la autoridad, no será necesaria una orden de cateo.

[…]

El derecho a la inviolabilidad del domicilio está previsto en el artículo 16 constitucional, primer párrafo, en 
relación con el párrafo noveno del mismo numeral, al momento en que se señala que: “nadie puede ser 
molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito 
de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento”, y que “en toda orden de 
cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir, a solicitud del Ministerio Público, se expresará el lugar 
que ha de inspeccionarse, la persona o personas que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, 
a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, levantándose al concluirla, un acta circunstanciada, en 
presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la 
autoridad que practique la diligencia”.

[…]

Como esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación apuntaba en el amparo en revisión 
2179/2009, la inviolabilidad del domicilio es un derecho fundamental que impide que se efectúe ninguna 
entrada y registro en el domicilio salvo que se actualice una de las tres excepciones a este derecho: 1) la 
existencia de una orden judicial en los términos previstos por el artículo 16 constitucional; 2) la comisión 
de un delito en flagrancia; y 3) la autorización del ocupante del domicilio.

En primer término, es importante señalar que los diversos párrafos del artículo 16 constitucional que 
proclaman la inviolabilidad del domicilio constituyen una manifestación del derecho fundamental a la 
intimidad, entendido como aquel ámbito reservado de la vida de las personas, excluido del conocimiento 
de terceros, sean éstos poderes públicos o particulares, en contra de su voluntad. Esto es así ya que este 
derecho fundamental protege un ámbito espacial determinado, el “domicilio”, por ser aquel un espacio de 
acceso reservado en el cual los individuos ejercen su libertad más íntima6.

[…] Al igual que sucede con el derecho fundamental al secreto de las comunicaciones, lo que se considera 
constitucionalmente digno de protección es la limitación de acceso al domicilio en sí misma, con independencia 
de cualquier consideración material7. Asimismo, si el objeto de protección constitucional es la intimidad de las 
personas, el concepto de domicilio vendrá necesariamente determinado por este valor constitucional.

6	  La consideración de la inviolabilidad del domicilio como una manifestación del derecho fundamental a la intimidad se encuentra 
presente en diversos ordenamientos jurídicos. Véase por todas, Payton v. New York, 445 U.S. 573, 589-90 (1980) en los Estados Unidos de 
América, la STC 50/1995, de 23 de febrero, en España; y el caso Escué Zapata vs Colombia, de 5 de mayo de 2008, en la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos.

7	  Véase al respecto, la tesis 1a. CLIII/2011, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, t. XXXIV, de agosto de 2011, p. 221, de rubro “DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DE 
LAS COMUNICACIONES PRIVADAS. SUS DIFERENCIAS CON EL DERECHO A LA INTIMIDAD”.
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Sentadas estas bases, es necesario determinar qué se entiende por domicilio para efectos de su protección 
constitucional.

[…]

El concepto subyacente a los diversos párrafos del artículo 16 constitucional ha de entenderse de modo 
amplio y flexible ya que se trata de defender los ámbitos en los que se desarrolla la vida privada de las 
personas, […], ya que en el domicilio se concreta la posibilidad de cada individuo de erigir ámbitos privados 
que excluyen la observación de los demás y de las autoridades del Estado.

Así las cosas, el domicilio, en el sentido de la Constitución, es cualquier lugar cerrado en el que pueda 
transcurrir la vida privada, individual o familiar, aun cuando sea ocupado temporal o accidentalmente. 
En este sentido, el destino o uso constituye el elemento esencial para la delimitación de los espacios 
constitucionalmente protegidos, de ahí que resulten irrelevantes la ubicación, la configuración física, su 
carácter de mueble o inmueble, el tipo de título jurídico que habilita su uso o la intensidad y periodicidad con 
la que se desarrolle la vida privada en el mismo. En definitiva, esta Primera Sala comparte los razonamientos 
(sic) del Tribunal Constitucional español al momento en que señala que “el propio carácter instrumental 
de la protección constitucional del domicilio respecto de la protección de la intimidad exige que con 
independencia de la configuración del espacio, sus signos externos revelen la clara voluntad de su titular 
de excluir dicho espacio y la actividad en él desarrollada del conocimiento e intromisiones de terceros”8.

A pesar de que hemos desarrollado los lineamientos principales del concepto de domicilio, es importante 
advertir que la casuística en esta materia es innumerable. […]

En primer término es importante señalar que los domicilios accidentales, provisionales o móviles también 
son objeto de protección constitucional. Partiendo de los lineamientos antes señalados, la protección 
que dispensa el artículo 16 constitucional ha de extenderse no solamente al domicilio entendido como 
aquel lugar en el que un individuo fija su residencia indefinidamente, sino a todo espacio cerrado en el 
que el individuo pernocte y tenga guardadas las cosas pertenecientes a su intimidad, ya sea de manera 
permanente o esporádica o temporal, como puede ser la habitación de un hotel9. 

En el espacio interior de la habitación de un hotel, motel, pensión o cualquiera de sus variantes, el titular 
de la misma desarrolla el contenido de su intimidad y no permite que nadie perturbe la intangibilidad del 
recinto, bien de una forma explícita e incluso impresa, colocando el cartel que advierte que no quiere ser 
molestado o por el contrario solicita que los servicios del hotel accedan al recinto bien de forma directa o 
personal o bien por órdenes implícitas que autorizan la entrada para realizar las tareas de limpieza.

En definitiva, existen personas que por específicas actividades y dedicaciones pasan la mayor parte de su 

8	  Sentencia del Tribunal Constitucional 10/2002, de 17 de enero.

9	  En este mismo sentido se ha pronunciado la Suprema Corte de los Estados Unidos de América en Hoffa v. United States, 385 U.S. 
293, 87 (1966); Stoner v. California, 376, U.S. 483, 84 (1964) y Johnson v. United States, 333 U.S. 10, 68 (1948).
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1.Detención

tiempo en hoteles y no por ello se puede decir que pierden su derecho a la intimidad pues sería tanto como 
privarles de un derecho inherente a su personalidad que no puede ser dividido por espacios temporales 
o locales. Ahora bien, no sobra señalar que las habitaciones de este tipo de establecimientos pueden ser 
utilizadas para realizar otro tipo de actividades de carácter profesional, mercantil o de otra naturaleza, en 
cuyo caso no se considerarán domicilio de quien las usa a tales fines.

En el caso de los domicilios móviles, es importante señalar que –en principio- los automóviles no son 
domicilios para los efectos aquí expuestos, sin embargo, se puede dar el caso de aquellos habitáculos 
móviles remolcados, normalmente conocidos como roulottes, campers o autocaravanas, los cuales gozarán 
de protección constitucional cuando sean aptos para servir de auténtica vivienda.

[…]

Como resulta lógico, todos aquellos locales o recintos en los que está ausente la idea de privacidad aquí 
desarrollada no pueden tener la condición de domicilio. Así ocurre con los almacenes, fábricas, talleres, 
oficinas, tiendas, locales o establecimientos comerciales o de esparcimiento. En esta lógica, tampoco 
tienen la consideración de domicilio todos aquellos locales que están abiertos al servicio del público, como 
los restaurantes, bares o discotecas en cualquiera de sus posibles manifestaciones o variantes.

Es necesario advertir que aunque en los diversos supuestos que acabamos de examinar no existe un 
domicilio desde el punto de vista constitucional, esto no excluye la necesidad de respetar las exigencias 
mínimas derivadas del artículo 16 constitucional, como es la fundamentación, motivación y proporcionalidad 
del acto de la autoridad que habilita a realizar una entrada o registro en tales lugares10. 

Asimismo, también se puede dar el caso de que los diversos ordenamientos legales amplíen el ámbito de 
protección y exijan requisitos similares a los del domicilio, para la entrada y registro de un lugar cerrado que 
no cumpla con las características del concepto que venimos desarrollando11.

[…]

I.	 La autorización del habitante como excepción a la inviolabilidad del domicilio.

Como apuntamos anteriormente, esta Primera Sala -en la sentencia recaída al amparo en revisión 2179/2009,-  
anunció que la entrada a un domicilio, por parte de los agentes de policía puede estar justificada ya sea: 1) 

10	  A pesar de no ser la materia de este asunto, por su importancia, se reproduce la conclusión desarrollada por el Ministro Cossío 
Díaz en el multicitado voto particular: “ (…) Al proteger la privacidad y la inviolabilidad del domicilio de las personas, la Constitución Federal 
no incluye un único régimen de condiciones, sino dos: las formalidades listadas en el párrafo sexto del artículo 16, propias del cateo, y las 
formalidades derivadas del primer párrafo de ese mismo precepto, aplicables para la inspección administrativa de espacios públicos y de todos 
aquellos que, por ser abiertos al público, sólo pueden ser considerados “domicilios” en sentido lato. Sin embargo, este conjunto menos exigente 
de formalidades está en la Constitución para ser cumplido, y su desconocimiento debe desembocar necesariamente en la ineficacia de los 
elementos obtenidos a los efectos de fundamentar una condena penal en el caso concreto”. 

11	  Un ejemplo de lo anterior es la norma objeto de esta sentencia -el artículo 310 del Código de Procedimientos Penales para el Estado 
de Baja California Sur–, en la parte que señala que para la entrada y registro de los lugares cerrados también se requerirá una orden de cateo. 
Al final de esta sentencia haremos un pronunciamiento sobre esta cuestión.
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por la existencia de una orden judicial; 2) por la comisión de un delito en flagrancia y 3) por la autorización 
del ocupante del domicilio. Respecto a las dos primeras excepciones existe una profusa jurisprudencia 
emitida por esta Sala12. Sin embargo, respecto a la tercera excepción no existe precedente judicial que haya 
desarrollado sus características, por lo que nos avocaremos a su estudio13.

En primer término, es necesario partir de la idea de que la autorización del habitante como excepción a la 
inviolabilidad del domicilio, no se constituye en un supuesto que deje sin efectividad a la orden judicial de 
cateo. Es decir, esta excepción se actualiza en escenarios distintos al de las otras dos excepciones que 
venimos relatando.

La autorización del habitante no puede ser entendida en el sentido de permitir cateos “disfrazados” que 
hagan inaplicables las previsiones constitucionales. Conforme al 16 constitucional se requerirá la existencia 
de una orden de cateo para cualquier acto de molestia que incida en la esfera jurídica de una persona, 
su familia, domicilio, papeles o posesiones. La expedición de dichas órdenes es imperativa para que la 
autoridad pueda realizar cualquier acto de molestia. Por lo mismo, el mencionado artículo constitucional 
establece los requisitos que las órdenes de cateo necesariamente deben satisfacer para que el acto 
de autoridad realizado con fundamento en las mismas sea constitucional, a saber: (i) sólo pueden ser 
expedidas por la autoridad judicial a solicitud del Ministerio Público; (ii) en la misma deberá expresarse el 
lugar a inspeccionar, la persona o personas que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan; (iii) al 
concluir la diligencia se debe levantar un acta circunstanciada de la misma en presencia de dos testigos 
(sic) propuestos por el ocupante del lugar cateado o, en su ausencia o negativa, por la autoridad que haya 
practicado la diligencia.

En esta lógica, la orden de cateo sólo podrá ser expedida por una autoridad judicial, pero nunca por la 
autoridad ministerial o policial. Es en este sentido que señalamos la imposibilidad de que la autorización 
del habitante del domicilio se convierta en un pretexto para permitir ingresos de la autoridad que se realicen 
fuera del cauce constitucional, convirtiéndose en cateos “disfrazados”.

La autorización del habitante, como excepción a la inviolabilidad del domicilio, sólo podrá entrar en acción 
en aquellos supuestos que no se correspondan a los de la necesaria existencia de una orden judicial o 
de la comisión de un delito en flagrancia, como por ejemplo, en los casos en los que la policía responde 
a un llamado de auxilio de un particular. En esta lógica, la autoridad no puede pasar por alto la exigencia 
constitucional de la orden judicial de cateo con una simple solicitud al particular para que le permita ingresar 

12	  Véanse al respecto, las tesis jurisprudenciales 1a./J.21/2007, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
novena época, t. XXVI, de agosto de 2007, p. 224, de rubro “INTROMISIÓN DE LA AUTORIDAD EN UN DOMICILIO SIN ORDEN JUDICIAL. 
EFICACIA DE LAS ACTUACIONES REALIZADAS Y DE LAS PRUEBAS OBTENIDAS, CUANDO ES MOTIVADA POR LA COMISIÓN DE 
UN DELITO EN FLAGRANCIA” y 1a./J.22/2007, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, t. XXVI, 
de agosto de 2007, p. 111, de rubro “CATEO. EN ACATAMIENTO A LA GARANTÍA DE INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO, LA ORDEN 
EMITIDA POR LA AUTORIDAD JUDICIAL, DEBE REUNIR LOS REQUISITOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN, 
DE LO CONTRARIO DICHA ORDEN Y LAS PRUEBAS QUE SE HAYAN OBTENIDO COMO CONSECUENCIA DIRECTA DE LA MISMA, 
CARECEN DE EXISTENCIA LEGAL Y EFICACIA PROBATORIA”.

13	  Es importante señalar que la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en el caso Fernández Ortega y otros v. México, 
ha establecido que la ingreso de autoridades (en el caso en concreto se trataba de efectivos militares) al domicilio de una persona, sin el 
consentimiento de sus habitantes, constituye una injerencia arbitraria y abusiva en los derechos del particular (véase párrafo 159).
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1.Detención

a su domicilio, sino que el registro correspondiente debe venir precedido de una petición del particular en el 
sentido de la necesaria presencia de los agentes del Estado a fin de atender una situación de emergencia.

[…] esta autorización o consentimiento voluntario se constituye en una de las causas justificadoras de 
la intromisión al domicilio ajeno, por lo que, en ese caso, queda automáticamente excluida cualquier 
vulneración a los diversos apartados del artículo 16 constitucional. Esto es así, ya que si el derecho a la 
inviolabilidad del domicilio tiene por objeto que los individuos establezcan ámbitos privados que excluyan 
la presencia y observación de los demás y de las autoridades del Estado, es lógico que los titulares del 
derecho puedan abrir esos ámbitos privados a quienes ellos deseen, siempre y cuanto (sic) esta decisión 
sea libre y consciente.

Sin embargo, lo realmente importante es determinar en qué forma se debe dar esa autorización a fin de 
estar comprendida dentro de las excepciones al derecho fundamental en estudio.

Es necesario partir de que se entenderá que presta su consentimiento aquel que, requerido por quien hubiere 
de efectuar la entrada y registro al domicilio, ejecuta los actos necesarios para que se realice dicha entrada, 
sin invocar el derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio. A partir de estas bases generales es 
posible desarrollar las características específicas que debe contener el consentimiento.

En primer término, el consentimiento debe ser realizado por una persona mayor de edad y que no tenga 
restricción alguna en su capacidad de obrar. Esto es así ya que la renuncia a un derecho fundamental de tal 
calado no puede ser realizada por un individuo que no sea consciente de la trascendencia del acto, como 
lo es un menor de edad.

En segundo lugar, ese consentimiento debe ser prestado consciente y libremente, es decir, ausente de error, 
coacción o de un acto de violencia o intimidación por parte de los agentes de policía.

En tercer término, el consentimiento debe otorgarse de manera expresa, por lo que la autoridad deberá 
objetivarlo por escrito o mediante cualquier otro procedimiento que facilite su prueba y denote un 
consentimiento claro e indudable.

Por último, es de la mayor importancia señalar que el consentimiento para la entrada y registro del domicilio 
debe prestarse para un objeto determinado, sin posibilidad de ampliarlo o extenderlo a supuestos diferentes 
del originariamente contemplado. En esta lógica, el registro debe realizarse con un objetivo concreto, el cual 
está determinado en el marco y con la finalidad otorgada por el particular, sin que sea extensible a registros 
diferentes y tampoco cubre la entrada de otros policías al domicilio por otra investigación independiente. 
Así las cosas, y en caso de que no se cumpla con estos requisitos, las pruebas que se obtengan más allá 
del objeto determinado para el que se permitió la entrada de la autoridad, serán ilícitas y no podrán formar 
parte del acervo probatorio de la investigación.
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Estas son las características de una autorización que habilita a los agentes de policía a realizar un registro 
y entrada domiciliaria, en supuestos distintos a los que requieren una orden de cateo o en el supuesto de 
un delito en flagrancia. Sin embargo, falta ocuparnos de un aspecto que resulta medular en el caso que nos 
ocupa: ¿quién puede prestar ese consentimiento?

La persona legitimada para autorizar el registro domiciliario es el titular del derecho a la inviolabilidad 
domiciliaria, que no necesariamente es el dueño del recinto en que materialmente radica el domicilio. En 
esta virtud, resulta irrelevante el hecho jurídico civil por el que el titular del derecho ocupa el domicilio, ya 
sea como propietario, usufructuario, arrendatario o cualquier otro. 

Asimismo, si se trata de varios moradores, es suficiente la autorización otorgada por cualquiera de ellos.

En esta lógica, esta Primera Sala considera necesario detenerse en dos supuestos cuya complejidad es 
mayor: la autorización dada por el cónyuge que es víctima del delito y la autorización de aquel individuo que 
se encuentra privado de su libertad.

En el seno del matrimonio –o de una pareja de hecho- ocurre, en principio, lo mismo que cuando hay 
una pluralidad de moradores: basta el consentimiento de cualquiera de ellos para legitimar un registro 
domiciliario, porque se presume que exista una comunidad de intereses y que se acepta lo hecho por los 
demás. La convivencia implica la aceptación de entradas al domicilio consentidas por otros convivientes. 
Sin embargo, cuando entre los cónyuges existe una contraposición de intereses, porque uno de ellos está 
imputado por el hecho delictivo que motiva el registro domiciliario, y el otro actúa como querellante, no vale 
el consentimiento de este último para legitimar el registro a realizar en el domicilio conyugal en busca de 
elementos incriminatorios dirigidos contra el otro cónyuge. Esto es así, ya que la inviolabilidad del domicilio 
de un imputado no puede quedar librada a la voluntad o a los intereses de quienes se hallan del lado de las 
partes acusadoras.

En esta misma lógica, cuando el consentimiento para la entrada y registro domiciliarios es prestado por 
el morador que se halla en situación de libertad, sólo ha de comprobarse si su voluntad era, al tiempo de 
dar el consentimiento, libre y ajena a cualquier condicionamiento que la limitase o viciase, en los términos 
que ya hemos expuesto. Sin embargo, si el registro domiciliario ha de practicarse en el domicilio de una 
persona que está detenida, y se recaba su autorización personal, es necesario que este consentimiento 
se preste por el detenido con asistencia de su abogado defensor, para así impedir cualquier sospecha de 
un consentimiento viciado por presiones o coacciones, o bien por simples inducciones policiales. Este 
requisito deriva de un cabal entendimiento del derecho fundamental a una defensa adecuada, el cual tiene 
por objeto que los derechos del detenido sean respetados a través del debido asesoramiento técnico en la 
conducta a observar en los interrogatorios. En términos del Tribunal Supremo español, “la asistencia letrada 
es necesaria para contrarrestar la intimidación ambiental y la disminución de la capacidad del detenido 
para decidir derivada de su situación14”.

14	  Sentencia del Tribunal Supremo 905/2003, de 18 de junio.
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1.Detención

[…] es necesario partir de la idea de que la autorización del habitante como excepción a la inviolabilidad del 
domicilio, no se constituye en un supuesto que deje sin efectividad a la orden judicial de cateo. Es decir, 
esta excepción se actualiza en escenarios distintos al de las otras dos excepciones: la orden de cateo y la 
flagrancia.

[…]

En el caso concreto, la norma del Código de Procedimientos Penales para el Estado de Baja California 
Sur es acorde con la doctrina aquí sentada, ya que establece que quien puede otorgar la autorización 
para la entrada al domicilio es el habitante, siempre y cuando nos encontremos en supuestos distintos 
al de la orden judicial de cateo o a la comisión de un delito en flagrancia. Recordemos que la persona 
legitimada para autorizar el registro domiciliario es el titular del derecho a la inviolabilidad domiciliaria, que 
no necesariamente es el dueño del recinto en que materialmente radica el domicilio. En esta virtud, resulta 
irrelevante el hecho jurídico civil por el que el titular del derecho ocupa el domicilio, ya sea como propietario, 
usufructuario, arrendatario o cualquier otro.

En cualquier caso, será necesario que el intérprete, al aplicar la norma en estudio, analice si se colman los 
requisitos que hemos establecido para tener a la autorización como válida, es decir, que el consentimiento 
debe ser realizado por una persona mayor de edad y que no tenga restricción alguna en su capacidad de obrar; 
que ese consentimiento debe ser prestado consciente y libremente, es decir, ausente de error, coacción o de 
un acto de violencia o intimidación por parte de los agentes de policía; que el consentimiento debe otorgarse 
de manera expresa, debiendo objetivarse por escrito o mediante cualquier otro procedimiento que facilite 
su prueba; y, por último, que el consentimiento para la entrada y registro del domicilio debe prestarse para 
un objeto determinado, sin posibilidad de ampliarlo o extenderlo a supuestos diferentes del originariamente 
contemplado. En caso de que no se cumpla con estos requisitos, las pruebas que se obtengan a través del 
registro serán ilícitas y no podrán formar parte del acervo probatorio de la investigación.

Así las cosas, a juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y en los términos 
de la doctrina aquí desarrollada, el último párrafo del numeral en estudio no resulta contrario al artículo 16 
constitucional, siempre y cuando se interprete de conformidad a lo establecido en esta sentencia.

[…]

DECISIÓN. La Primera Sala sostuvo que el ingreso a un domicilio por parte de agentes de seguridad, cuando 
se cuenta con el permiso de quien lo habita, no transgrede el derecho constitucional a la intimidad y el 
correlativo sobre la inviolabilidad del domicilio y, en consecuencia, se negó el amparo al quejoso. 
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INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO. CONSTITUYE UNA MANIFESTACIÓN DEL DERECHO FUNDAMENTAL 
A LA INTIMIDAD. El derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio, previsto en el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, primer párrafo, en relación con el párrafo noveno del 
mismo numeral, así como en el artículo 11 de la Convención Americana de Derechos Humanos, constituye 
una manifestación del derecho fundamental a la intimidad, entendido como aquel ámbito reservado de la 
vida de las personas, excluido del conocimiento de terceros, sean éstos poderes públicos o particulares, en 
contra de su voluntad. Esto es así, ya que este derecho fundamental protege un ámbito espacial determinado, 
el “domicilio”, por ser aquel un espacio de acceso reservado en el cual los individuos ejercen su libertad 
más íntima. De lo anterior se deriva que, al igual que sucede con el derecho fundamental al secreto de las 
comunicaciones, lo que se considera constitucionalmente digno de protección es la limitación de acceso al 
domicilio en sí misma, con independencia de cualquier consideración material.

Primera Sala, Tesis  1a. CIV 2012 (10a.)  Registro en el Semanario Judicial de la Federación: 2000818  

INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO. RECINTOS QUE NO SE CONFIGURAN COMO DOMICILIO DESDE EL PUNTO 
DE VISTA CONSTITUCIONAL. Aquellos locales o recintos en los que está ausente la idea de privacidad, 
entendida como el ámbito reservado de la vida de las personas, excluido del conocimiento de terceros, no 
tienen la condición de domicilio. Así ocurre con los almacenes, fábricas, talleres, oficinas, tiendas, locales 
o establecimientos comerciales o de esparcimiento. En esta lógica, tampoco tienen la consideración de 
domicilio todos aquellos locales que están abiertos al servicio del público, como los restaurantes, bares 
o discotecas en cualquiera de sus posibles manifestaciones o variantes. Sin embargo, a pesar de que en 
estos supuestos no existe un domicilio desde el punto de vista constitucional, esto no excluye la necesidad 
de respetar las exigencias mínimas derivadas del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, como son la fundamentación, motivación y proporcionalidad del acto de la autoridad que 
habilita a realizar una entrada o registro en tales lugares. Asimismo, también se puede dar el caso de que 
los diversos ordenamientos legales amplíen el ámbito de protección y exijan requisitos similares a los del 
domicilio, para la entrada y registro de un lugar cerrado que no cumpla con las características del concepto 
constitucional de domicilio.

Primera Sala, Tesis  1a. CV/2012 (10a.)  Registro en el Semanario Judicial de la Federación: 2000821

INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO. LA AUTORIZACIÓN DEL HABITANTE, A EFECTO DE PERMITIR LA 
ENTRADA Y REGISTRO AL DOMICILIO POR PARTE DE LA AUTORIDAD, NO PERMITE LA REALIZACIÓN DE 
CATEOS DISFRAZADOS. La entrada a un domicilio por parte de los agentes de policía, puede estar justificada 
ya sea: 1) por la existencia de una orden judicial; 2) por la comisión de un delito en flagrancia; y, 3) por la 
autorización del ocupante del domicilio. Respecto a este último supuesto, es necesario partir de la idea 
de que la autorización del habitante, como excepción a la inviolabilidad del domicilio, no se constituye en 
un supuesto que deje sin efectividad a la orden judicial de cateo. Es decir, esta excepción se actualiza en 
escenarios distintos al de la orden judicial de cateo y al de la flagrancia. La autorización del habitante no 
puede ser entendida en el sentido de permitir cateos “disfrazados” que hagan inaplicables las previsiones 
constitucionales. Conforme al artículo 16 constitucional, se requerirá la existencia de una orden de cateo 
para cualquier acto de molestia que incida en la esfera jurídica de una persona, su familia, domicilio, papeles 

TESIS DERIVADAS DE ESTA EJECUTORIA:
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1.Detención

o posesiones. La expedición de dichas órdenes es imperativa para que la autoridad pueda realizar cualquier 
acto de molestia. Por lo mismo, el mencionado artículo constitucional establece los requisitos que las 
órdenes de cateo necesariamente deben satisfacer para que el acto de autoridad realizado con fundamento 
en las mismas sea constitucional, a saber: (i) sólo pueden ser expedidas por la autoridad judicial a solicitud 
del Ministerio Público; (ii) en la misma deberá expresarse el lugar a inspeccionar, la persona o personas que 
hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan; (iii) al concluir la diligencia se debe levantar un acta 
circunstanciada de la misma en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o, 
en su ausencia o negativa, por la autoridad que haya practicado la diligencia. La autorización del habitante, 
como excepción a la inviolabilidad del domicilio, sólo podrá entrar en acción en aquellos supuestos que 
no se correspondan a los de la necesaria existencia de una orden judicial o de la comisión de un delito 
en flagrancia, como por ejemplo, en los casos en los que la policía responde a un llamado de auxilio de 
un particular. En esta lógica, la autoridad no puede pasar por alto la exigencia constitucional de la orden 
judicial de cateo con una simple solicitud al particular para que le permita ingresar a su domicilio, sino que 
el registro correspondiente debe venir precedido de una petición del particular en el sentido de la necesaria 
presencia de los agentes del Estado a fin de atender una situación de emergencia. Así las cosas, y partiendo 
de lo anteriormente expuesto, esta autorización o consentimiento voluntario se constituye en una de las 
causas justificadoras de la intromisión al domicilio ajeno. Esto es así, ya que si el derecho a la inviolabilidad 
del domicilio tiene por objeto que los individuos establezcan ámbitos privados que excluyan la presencia y 
observación de los demás y de las autoridades del Estado, es lógico que los titulares del derecho puedan 
abrir esos ámbitos privados a quienes ellos deseen, siempre y cuando esta decisión sea libre y consciente.

Primera Sala, Tesis  1a. CVI/2012 (10a.)  Registro en el Semanario Judicial de la Federación: 2000820

INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO. REQUISITOS QUE DEBE CONTENER LA AUTORIZACIÓN DEL HABITANTE 
DE UN DOMICILIO A EFECTOS DE LA ENTRADA Y REGISTRO AL MISMO POR PARTE DE LA AUTORIDAD. 
A efectos de que la autorización o consentimiento voluntario se constituya como causa justificadora 
de la intromisión al domicilio ajeno, es necesario, en primer término, que el supuesto en cuestión no se 
corresponda a los de la necesaria existencia de una orden judicial. Asimismo, se entenderá que presta su 
consentimiento aquel que, requerido por quien hubiere de efectuar la entrada y registro al domicilio, ejecuta 
los actos necesarios para que se realice dicha entrada, sin invocar el derecho fundamental a la inviolabilidad 
del domicilio. A partir de estas bases generales es posible desarrollar las características específicas que 
debe contener el consentimiento. En primer término, el consentimiento debe ser realizado por una persona 
mayor de edad y que no tenga restricción alguna en su capacidad de obrar. Esto es así, ya que la renuncia 
a un derecho fundamental de tal calado no puede ser realizada por un individuo que no sea consciente de 
la trascendencia del acto, como lo es un menor de edad. En segundo lugar, ese consentimiento debe ser 
prestado consciente y libremente, es decir, ausente de error, coacción o de un acto de violencia o intimidación 
por parte de los agentes de policía. En tercer término, el consentimiento debe otorgarse de manera expresa, 
por lo que la autoridad deberá objetivarlo por escrito o mediante cualquier otro procedimiento que facilite 
su prueba y denote un consentimiento claro e indudable. Por último, es de la mayor importancia señalar 
que el consentimiento para la entrada y registro del domicilio debe prestarse para un objeto determinado, 
sin posibilidad de ampliarlo o extenderlo a supuestos diferentes del originariamente contemplado. En esta 
lógica, el registro debe realizarse con un objetivo concreto, el cual está determinado en el marco y con la 
finalidad otorgada por el particular, sin que sea extensible a registros diferentes y tampoco cubre la entrada 
de otros policías al domicilio por otra investigación independiente. Así las cosas, y en caso de que no se 
cumpla con estos requisitos, las pruebas que se obtengan más allá del objeto determinado para el que 
se permitió la entrada de la autoridad, serán ilícitas y no podrán formar parte del acervo probatorio de la 
investigación.
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Primera Sala, Tesis  1a. CVII/2012 (10a.)  Registro en el Semanario Judicial de la Federación: 2000822

INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO. EL ARTÍCULO 310, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR, RESULTA CONSTITUCIONAL INTERPRETADO 
A LA LUZ DEL ARTÍCULO 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
El invocado precepto legal establece que “Cuando los que habiten el domicilio o el responsable del lugar 
cerrado autoricen el ingreso de la autoridad, no será necesaria la orden de cateos. (sic)”. A fin de determinar 
la constitucionalidad de dicha norma es necesario partir de la idea de que la autorización del habitante, 
como excepción a la inviolabilidad del domicilio, no se constituye en un supuesto que deje sin efectividad 
a la orden judicial de cateo. Es decir, esta excepción se actualiza en escenarios distintos al de las otras 
dos excepciones: la orden de cateo y la flagrancia. En esta lógica, la autoridad no puede pasar por alto 
la exigencia constitucional de la orden judicial de cateo con una simple solicitud al particular para que le 
permita ingresar a su domicilio, sino que el registro correspondiente debe venir precedido de una petición del 
particular en el sentido de la necesaria presencia de los agentes del Estado a fin de atender una situación de 
emergencia. En el caso concreto, la citada norma del Código de Procedimientos Penales para el Estado de 
Baja California Sur es acorde con la doctrina de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en materia de inviolabilidad del domicilio, ya que establece que quien puede otorgar la autorización para la 
entrada al domicilio es el habitante, siempre y cuando se esté ante supuestos distintos al de la orden judicial 
de cateo o a la comisión de un delito en flagrancia.

Primera Sala, Tesis  1a. CVIII/2012 (10a.)  Registro en el Semanario Judicial de la Federación: 2000819

DOMICILIO. AMPLIACIÓN DEL ÁMBITO DE PROTECCIÓN DE ÉSTE A LUGARES QUE NO REÚNAN LAS 
CARACTERÍSTICAS PROPIAS DE ESTE CONCEPTO DESDE EL PUNTO DE VISTA CONSTITUCIONAL 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 310, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
PARA EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR). El citado numeral establece que “Cuando los que habiten el 
domicilio o el responsable del lugar cerrado autoricen el ingreso de la autoridad, no será necesaria la orden 
de cateos. (sic)”. En principio, un lugar cerrado que no cumpla los requisitos de un domicilio en sentido 
constitucional, no goza de las mismas garantías que estos últimos espacios. Sin embargo, el legislador 
del Estado de Baja California Sur equiparó, en el artículo 310, último párrafo, del Código de Procedimientos 
Penales de dicha entidad, al domicilio y a los lugares cerrados, para los efectos de la necesaria existencia 
de una orden de cateo, a fin de que la policía pueda entrar en ellos y registrarlos. En esta misma lógica, el 
legislador estableció que no resulta necesaria dicha orden cuando el responsable del lugar cerrado autorice 
el ingreso de la autoridad. Al respecto, es necesario señalar que el hecho de que se pida la autorización del 
responsable y no del habitante, no resulta contrario a la doctrina sentada por esta Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, ya que en estos supuestos no nos encontramos con un individuo que habite 
ese lugar y realice actividades propias de su ámbito privado, sino con lugares donde se realizan otro tipo de 
conductas, por lo que la autorización del responsable -entendido como la persona que se encuentra a cargo 
del lugar- es la que debe otorgarse en este tipo de lugares.

Primera Sala, Tesis  1a. CIX/2012 (10a.)  Registro en el Semanario Judicial de la Federación: 2000783

DOMICILIO. SU CONCEPTO PARA EFECTOS DE PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL. El concepto de domicilio 
que contempla el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no coincide 
plenamente con el utilizado en el derecho privado y en especial en los artículos 29, 30 y 31 del Código 
Civil Federal, como punto de localización de la persona o lugar de ejercicio de derechos y obligaciones. 
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1.Detención

El concepto subyacente a los diversos párrafos del artículo 16 constitucional ha de entenderse de modo 
amplio y flexible, ya que se trata de defender los ámbitos en los que se desarrolla la vida privada de las 
personas, debiendo interpretarse -de conformidad con el segundo párrafo del artículo 1o. constitucional- a 
la luz de los principios que tienden a extender al máximo la protección a la dignidad y a la intimidad de la 
persona, ya que en el domicilio se concreta la posibilidad de cada individuo de erigir ámbitos privados que 
excluyen la observación de los demás y de las autoridades del Estado. Así las cosas, el domicilio, en el 
sentido de la Constitución, es cualquier lugar cerrado en el que pueda transcurrir la vida privada, individual o 
familiar, aun cuando sea ocupado temporal o accidentalmente. En este sentido, el destino o uso constituye el 
elemento esencial para la delimitación de los espacios constitucionalmente protegidos, de ahí que resulten 
irrelevantes la ubicación, la configuración física, su carácter de mueble o inmueble, el tipo de título jurídico 
que habilita su uso o la intensidad y periodicidad con la que se desarrolle la vida privada en el mismo. Así 
las cosas, la protección constitucional del domicilio exige que con independencia de la configuración del 
espacio, sus signos externos revelen la clara voluntad de su titular de excluir dicho espacio y la actividad en 
él desarrollada del conocimiento e intromisión de terceros. En el mismo sentido, la protección que dispensa 
el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ha de extenderse no solamente al 
domicilio entendido como aquel lugar en el que un individuo fija su residencia indefinidamente, sino a todo 
espacio cerrado en el que el individuo pernocte y tenga guardadas las cosas pertenecientes a su intimidad, 
ya sea de manera permanente o esporádica o temporal, como puede ser la habitación de un hotel. Existen 
personas que por específicas actividades y dedicaciones, pasan la mayor parte de su tiempo en hoteles y no 
por ello se puede decir que pierden su derecho a la intimidad, pues sería tanto como privarles de un derecho 
inherente a su personalidad que no puede ser dividido por espacios temporales o locales. Ahora bien, no 
sobra señalar que las habitaciones de este tipo de establecimientos pueden ser utilizadas para realizar otro 
tipo de actividades de carácter profesional, mercantil o de otra naturaleza, en cuyo caso no se considerarán 
domicilio de quien las usa para tales fines. En el caso de los domicilios móviles, es importante señalar que 
-en principio- los automóviles no son domicilios para los efectos aquí expuestos, sin embargo, se puede dar 
el caso de aquellos habitáculos móviles remolcados, normalmente conocidos como roulottes, campers o 
autocaravanas, los cuales gozarán de protección constitucional cuando sean aptos para servir de auténtica 
vivienda.

Primera Sala, Tesis  1a. CXVI/2012 (10a.)  Registro en el Semanario Judicial de la Federación: 2000979

INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO. TERCEROS DISTINTOS AL HABITANTE DEL DOMICILIO SE ENCUENTRAN 
LEGITIMADOS PARA HACER VALER EN JUICIO UNA VIOLACIÓN A DICHO DERECHO. En aquellos supuestos 
en que, derivado de una entrada y registro a un domicilio por parte de los agentes de policía, se encuentre algún 
elemento que resulte una prueba incriminatoria en contra de un tercero distinto al habitante del domicilio, 
dicho tercero está legitimado para hacer valer la posible violación al derecho fundamental a la protección del 
domicilio, ya que esta circunstancia pudiera afectarlo y repercutir directamente en sus derechos de defensa.

Primera Sala, Tesis  1a. CXXVI/2012 (10a.)  Registro en el Semanario Judicial de la Federación: 2000990

 

 

DATOS DE IDENTIFICACIÓN: Contradicción de Tesis 75/2004-PS. Fecha de resolución: 17 de enero de 2007. 

TERCERA SENTENCIA RELACIONADA
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Ponente: Ministra Ponente: Olga María Sánchez Cordero de García Villegas. Votación: Mayoría.15

 

HECHOS DEL CASO: En uno de los casos que dieron origen a la contradicción, alrededor de las 22:00 horas 
del 24 de agosto del año 2001, un comandante de la Policía Ministerial del Estado de Aguascalientes, 
atendió una llamada de una persona del sexo masculino, quien le informó que el encargado de un billar al 
parecer vendía droga en el establecimiento y que la tenía escondida en una rocola descompuesta, razón por 
la cual el citado comandante, en compañía de varios de sus agentes, se trasladó a la dirección que le fue 
referida. Ya en el lugar entrevistó al empleado, quien le refirió que su patrón le dejó varias “cebollas” en una 
bolsa para que las vendiera a los clientes en cien pesos, lo cual hizo con varias de ellas y las restantes las 
tenía en la rocola, misma que los agentes revisaron, encontrando en su interior una bolsa de plástico que 
contenía ocho cáscaras de cebolla que recubrían bolas de polvo blanco, al parecer cocaína; así como otra 
bolsa de plástico con el mismo polvo, lo que motivó el aseguramiento de dicha substancia y la detención del 
empleado, quienes posteriormente fueron puestos a disposición del agente del Ministerio Público.

 

En otro caso, a la 01:30 horas del 24 de marzo de 2003, policías municipales realizaban un rondín de 
vigilancia en la capital del estado de Zacatecas, cuando una señora se les acercó para pedirles ayuda, ya que 
era dueña de una vecindad en cuyo interior uno de sus inquilinos estaba vendiendo droga a unas personas 
–que en ese momento se estaban drogando y consumiendo bebidas alcohólicas–, lo que motivó que los 
uniformados se trasladaran e ingresaran al domicilio, encontrando en uno de sus pasillos a dos personas, 
a quienes realizaron una revisión y les encontraron una maleta con diversos objetos, entre ellos una bolsa 
con aproximadamente ciento treinta y ocho gramos de cannabis; setenta y ocho gramos de hachís; siete 
pastillas psicotrópicas y ocho envoltorios de crack, por lo que aseguraron a las personas y objetos y los 
pusieron a disposición del Ministerio Público.

 

HISTORIA PROCESAL: El Defensor Público Federal adscrito al Tribunal Unitario del Vigésimo Tercer Circuito, 
denunció la posible contradicción de tesis entre el criterio sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Tercer Circuito y los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, el Tercer 
Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito. La Primera Sala del Alto Tribunal se avocó a conocer los criterios que motivaron las 
contradicciones, relativos a si tenían o no valor probatorio las actuaciones y probanzas realizadas con 
motivo de la intromisión de la autoridad al domicilio de un gobernado sin una orden judicial y en un contexto 
de flagrancia.

 

LA PRIMERA SALA, AL DECIDIR HIZO, ENTRE OTRAS ESTAS CONSIDERACIONES:

[…]

Resulta necesario hacer algunas precisiones, que servirán de pauta para resolver la contradicción de 
criterios que se presenta.

 

15	 	  http://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/DetallePub.aspx?AsuntoID=66363
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1.Detención

En nuestro país, desde los primeros documentos constitucionales, el domicilio ha sido protegido, (sic)
considerado como inviolable.

 

En el Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana, sancionado en Apatzingán el veintidós 
de octubre de mil ochocientos catorce, el artículo 32 señalaba:

 

“Art. 32.- La casa de cualquier ciudadano es un asilo inviolable: sólo se podrá entrar en ella 
cuando un incendio, una inundación o la reclamación de la misma casa haga necesario este 
acto.  Para los objetos de procedimiento criminal deberán preceder los requisitos prevenidos 
por la ley.”

 

La Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos, sancionada por el Congreso General Constituyente 
el cuatro de octubre de mil ochocientos veinticuatro, en su artículo 152, dispuso: 

 

“Art. 152.- Ninguna autoridad podrá librar orden para el registro de las casas, papeles y otros 
efectos de los habitantes de la República, si no es en los casos expresamente dispuestos por 
ley, y en la forma que ésta determine.”

 

Las Bases y Leyes Constitucionales de la República Mexicana, decretadas por el Congreso General de la 
Nación en mil ochocientos treinta y seis, en el artículo 2, fracción IV, de la Primera, se estableció:

 

“2.- Son derechos del mexicano:

(…)

IV.- No poderse catear sus casas y sus papeles, si no es en los casos y con los requisitos 
literalmente prevenidos en las leyes.”

 

Las Bases Orgánicas de la República Mexicana sancionadas en mil ochocientos cuarenta y tres, en el 
artículo 9, fracción XI, señalaron:

 

“Art. 9º.- Derechos de los habitantes de la República:

(…)

XI.-  No será cateada la casa, ni registrados los papeles  de ningún individuo, sino en los casos 
y con los requisitos literalmente prevenidos en las leyes.”

 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv

Libro completo en: 
https://goo.gl/9jXvSr

DR © 2017. 
Consejo de la Judicatura Federal-http://www.cjf.gob.mx/



C
ua

de
rn

o 
de

 T
ra

ba
jo

 d
e

30
C

rit
er

io
s 

Ju
ris

pr
ud

en
ci

al
es

En la Constitución de mil ochocientos cincuenta y siete, se estableció en el artículo 16, lo siguiente:

 

“Art. 16.- Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles y posesiones, 
sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa 
legal del procedimiento.   En el caso de delito infraganti, toda persona puede aprehender al 
delincuente y a sus cómplices, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad inmediata.”

 

El actual artículo 16, en sus párrafos primero y octavo, establece:

“Artículo 16.- Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, 
sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente, que funde y motive la causa 
legal del procedimiento.

…

En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir y que será escrita, se 
expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que hayan de aprehenderse 
y los objetos que se buscan; a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, levantándose al 
concluirla, una acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante 
del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia.

…”

De todo lo anterior se advierte que la inviolabilidad del domicilio vino a protegerse constitucionalmente 
hasta mil ochocientos cincuenta y siete, pues antes, la posibilidad de registro o cateo de las casas de los 
gobernados quedaba sujeta a lo que previniera o dispusiera la ley.

 

Ciertamente, es en el artículo 16 de la Constitución de mil ochocientos cincuenta y siete, en donde por 
vez primera se establece como garantía de seguridad personal, la protección al  domicilio en contra actos 
de molestia de la autoridad; protección que quedó sujeta, únicamente, al contenido del propio precepto 
constitucional, esto es, a que el acto de molestia se llevara a cabo en virtud de mandamiento escrito de la 
autoridad competente que fundara y motivara la causa legal del procedimiento.

 

En la Constitución de mil novecientos diecisiete, se conservó casi textual la primera parte del artículo 16 
y en lo relativo al cateo, se precisaron los requisitos para su realización: que sea ordenado de manera 
escrita por autoridad judicial, expresando el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que 
han de aprehenderse y los objetos que se busquen, a lo que deberá limitarse la diligencia, de lo que deberá 
levantarse acta circunstanciada en presencia de dos testigos.

 

Al respecto, es de señalarse que la Comisión de Constitución, en su primer dictamen estimó:

 

“Sin duda que las disposiciones que contiene el artículo, en lo relativo a la práctica de los 
cateos, pueden estimarse como reglamentarias; pero creemos muy cuerdo establecerlas, 
porque en la práctica de esas diligencias se han cometido casi siempre no sólo abusos, sino 
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1.Detención

verdaderos atropellos, que importa evitar en lo sucesivo, fijando las reglas esenciales a las que 
deberán sujetarse en esta materia las legislaciones locales”.  

 

Dicha Comisión en su segundo dictamen señaló:

 

“…nos parece oportuno reconocer terminantemente la inviolabilidad del domicilio, dejando a 
salvo el derecho de la autoridad judicial para practicar cateos, mediante los requisitos que la 
propia asamblea ha aceptado como necesarios, para librar así a los particulares de los abusos 
que suelen cometerse en la práctica de tales diligencias”.  

 

Así, el actual artículo 16 constitucional, establece como un derecho subjetivo público de los gobernados 
el no ser molestados en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones; desde luego, contempla la 
inviolabilidad del domicilio, sin embargo, permite a la autoridad practicar actos de molestia a los particulares 
e introducirse a su domicilio, bajo ciertas condiciones o requisitos y con un propósito definido, a efecto de 
que pueda cumplir con sus actividades, pero sin causar una molestia innecesaria al particular.

 

Esos actos de molestia de intromisión al domicilio, deben atender al principio de seguridad jurídica en 
beneficio del particular afectado, lo que implica que la autoridad debe cumplir con los requisitos establecidos 
en primer término en la Constitución y además en las leyes que de ella emanen; así, tratándose de la orden 
de cateo, ésta debe limitarse a un  propósito  determinado, la búsqueda de personas u objetos relacionados 
con un delito.

 

Cabe señalar que la protección a la inviolabilidad del domicilio también ha sido considerada en ordenamientos 
internacionales firmados por nuestro país, entre otros, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, abierto a firma en la ciudad de Nueva York, E.U.A. el 19 de diciembre de 1966, el cual en su artículo 
17, dispone:

 

“Artículo 17

1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su 
domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación.

2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques.”

 

Por su parte, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, adoptada en la ciudad de San José de 
Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969, en su artículo 11, punto 2, señala:

 

“Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad

1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad.
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2. Nadie puede ser objeto de ingerencias (sic) arbitrarias o abusivas en su vida privada, en 
la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o 
reputación.

3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas ingerencias (sic) o esos 
ataques.”

 

Como se advierte, la inviolabilidad del domicilio constituye un derecho fundamental, el cual, en nuestro país 
se encuentra garantizado constitucionalmente, además que diversos ordenamientos legales contemplan 
su observancia, refiriéndonos a continuación a algunos de ellos.

 

El Código Penal Federal en sus artículos 285 y 381 bis, establece:

 

“ARTÍCULO 285.- Se impondrán de un mes a dos años de prisión y multa de diez a cien pesos, 
al que, sin motivo justificado, sin orden de autoridad competente y fuera de los casos en que 
la ley lo permita, se introduzca, furtivamente o con engaño o violencia, o sin permiso de la 
persona autorizada para darlo, a un departamento, vivienda, aposento o dependencias de una 
casa habitada.”

 

“ARTÍCULO 381 bis.- Sin perjuicio de las sanciones que de acuerdo con los artículos 370, 
371 y 372 deben imponerse, se aplicarán de tres días a diez años de prisión al que robe en 
edificios, viviendas, aposento o cuarto que estén habitados o destinados para habitación, 
comprendiéndose en esta denominación no sólo los que estén fijos en la tierra, sino también 
los movibles, sea cual fuere la materia de que estén construidos, así como en aquellos 
lugares o establecimientos destinados a actividades comerciales. En los mismos términos 
se sancionará al que robe en campo abierto o paraje solitario una o más cabezas de ganado 
mayor. Cuando el robo se realice sobre una o más cabezas de ganado menor, además de lo 
dispuesto en los artículos 370, 371 y 372, se impondrán hasta las dos terceras partes de la 
pena comprendida en este artículo.”

 

El Código Federal de Procedimientos Penales, en el artículo 61, dispone: 

 

“Artículo 61.- Cuando en la averiguación previa el Ministerio Público estime necesaria la práctica 
de un cateo, acudirá a la autoridad judicial competente, o si no lo hubiere al del orden común, 
a solicitar por escrito la diligencia, expresando su objeto y necesidad, así como la ubicación 
del lugar a inspeccionar y persona o personas que han de localizarse o de aprehenderse, y los 
objetos que se buscan o han de asegurarse a lo que únicamente debe limitarse la diligencia.

  
Al concluir el cateo se levantará acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos 
por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad judicial que 
practique la diligencia.
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1.Detención

Cuando no se cumplan estos requisitos, la diligencia carecerá de todo valor probatorio, sin que 
sirva de excusa el consentimiento de los ocupantes del lugar.”

 

El último párrafo del artículo 15 de la Ley Federal Contra la Delincuencia Organizada, establece:

 

Artículo 15.-

(…)

Cuando el juez de distrito competente, acuerde obsequiar una orden de aprehensión, deberá 
también acompañarla de una autorización de orden de cateo, si procediere, en el caso de 
que ésta haya sido solicitada por el agente del Ministerio Público de la Federación, debiendo 
especificar el domicilio del probable responsable o aquél que se señale como el de su posible 
ubicación, o bien el del lugar que deba catearse por tener relación con el delito, así como los 
demás requisitos que señala el párrafo octavo del artículo 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.

 

Una vez establecido el marco normativo de la inviolabilidad de domicilio, se procede a determinar lo que 
debe entenderse por éste.

 

Al respecto el Código Civil Federal, establece:

 

“ARTÍCULO 29.- El domicilio de las personas físicas es el lugar donde residen habitualmente, 
y a falta de éste, el lugar del centro principal de sus negocios; en ausencia de éstos, el lugar 
donde simplemente residan y, en su defecto, el lugar donde se encontraren.

Se presume que una persona reside habitualmente en un lugar, cuando permanezca en él por 
más de seis meses.

 

ARTÍCULO 30.- El domicilio legal de una persona física es el lugar donde la ley le fija su 
residencia para el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones, aunque de 
hecho no esté allí presente.

 

ARTÍCULO 31.- Se reputa domicilio legal:

I.- Del menor de edad no emancipado, el de la persona a cuya patria potestad está sujeto;

II.- Del menor de edad que no esté bajo la patria potestad y del mayor incapacitado, el de su 
tutor;

III.- En el caso de menores o incapaces abandonados, el que resulte conforme a las 
circunstancias previstas en el artículo 29;
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IV.- De los cónyuges, aquél en el cual éstos vivan de consuno, sin perjuicio del derecho de cada 
cónyuge de fijar su domicilio en la forma prevista en el artículo 29;

V.- De los militares en servicio activo, el lugar en que están destinados;

VI.- De los servidores públicos, el lugar donde desempeñan sus funciones por más de seis 
meses;

VII.- De los funcionarios diplomáticos, el último que hayan tenido en el territorio del estado 
acreditante, salvo con respecto a las obligaciones contraídas localmente;

VIII.- De las personas que residan temporalmente en el país en el desempeño de una comisión 
o empleo de su gobierno o de un organismo internacional, será el del estado que los haya 
designado o el que hubieren tenido antes de dicha designación respectivamente, salvo con 
respecto a obligaciones contraídas localmente; y

IX.- De los sentenciados a sufrir una pena privativa de la libertad por más de seis meses, la 
población en que la extingan, por lo que toca a las relaciones jurídicas posteriores a la condena; 
en cuanto a las relaciones anteriores, los sentenciados conservarán el último domicilio que 
hayan tenido.

 

ARTÍCULO 32.- Cuando una persona tenga dos o más domicilios se le considerará domiciliada 
en el lugar en que simplemente resida, y si viviere en varios, aquél en que se encontrare. 

 

ARTÍCULO 33.- Las personas morales tienen su domicilio en el lugar donde se halle establecida 
su administración.

Las que tengan su administración fuera del Distrito Federal pero que ejecuten actos jurídicos 
dentro de su circunscripción, se considerarán domiciliadas en este lugar, en cuanto a todo lo 
que a esos actos se refiera.

Las sucursales que operen en lugares distintos de donde radica la casa matriz, tendrán su 
domicilio en esos lugares para el cumplimiento de las obligaciones contraídas por las mismas 
sucursales. 

 

ARTÍCULO 34.- Se tiene derecho de designar un domicilio convencional para el cumplimiento 
de determinadas obligaciones. “

 

De los preceptos transcritos se tiene que el domicilio de las personas físicas es:

 

a) El lugar donde residen habitualmente, entendiéndose por esto, donde permanecen por más de seis 
meses;

b) El lugar del centro principal de sus negocios;

c) El lugar donde simplemente residan o se encontraren.
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1.Detención

El domicilio de las personas morales es:

a) El lugar donde se encuentra establecida su administración;

b)  El lugar donde operen las sucursales, cuando éstas se encuentren en lugar distinto al en que radica 
la casa matriz.

 

En la doctrina encontramos diversas definiciones de domicilio a las que a continuación haremos referencia.

 

Francisco Pavón Vasconcelos, señala que “Gramaticalmente domicilio significa  casa en que se habita o 
morada fija y permanente. La doctrina se muestra conforme en que el concepto de domicilio en el Derecho 
penal tiene un significado diverso al del Derecho Civil, pues a diferencia de este último debe ser entendido 
en la forma más amplia con referencia al sitio o lugar que el hombre ha escogido para morada, sea definitiva 
o provisional, teniendo decisiva importancia el destino dado al lugar, abarcando tan amplio concepto no 
sólo la casa o departamento sino igualmente las diversas dependencias de ella, como local de oficina, 
bodega, etc., por formar parte de la unidad habitacional, en la que una persona desarrolla actos y formas de  
vida calificadas como íntimas o privadas,  aún cuando en el momento de realizarse algún hecho delictivo 
vinculado, entre otros bienes jurídicos, contra el de la seguridad y la privacidad en el hogar o la vida íntima 
del individuo, éste no se encuentra presente”16.

 

El Diccionario Jurídico Mexicano del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional 
Autónoma de México, con relación al concepto de domicilio, establece: “El concepto jurídico comprende 
dos elementos: uno objetivo y el otro subjetivo. El primero está constituido por la residencia de una persona 
en un lugar determinado, y el segundo por el propósito de dicha persona de radicarse en ese lugar. La ley 
presupone  que se conjuntan estos dos elementos cuando una persona reside por más de seis meses en 
ese lugar17.” 

 

Ma. Carmen Figueroa Navarro, en su libro “Entrada y registro en domicilio”, señala:  “… la acepción de 
domicilio del derecho Penal comprende, en cuanto disfruta de un carácter más amplio, tanto la noción de 
residencia habitual a la que se refiere el ordenamiento civil y administrativo, como cualquier otra localización 
o establecimiento de la persona, de naturaleza accidental y transitoria, siempre que se more en él18.”    

 

Por su parte, el Tribunal Constitucional español, en sentencia 22/1984, de diecisiete de febrero de mil 
novecientos ochenta y cuatro, estableció que “es preciso mantener un concepto constitucional de domicilio 
de mayor amplitud que el concepto jurídico-privado o jurídico administrativo”, así, “el domicilio inviolable es 
un espacio en el cual el individuo vive sin estar sujeto necesariamente a los usos y convenciones sociales  y 
ejerce su libertad más íntima”,  de modo que, “no sólo es objeto de protección el espacio físico en sí mismo 
considerado, sino lo que en él hay de emanación de la persona y de esfera privada de ella.”

 

16	  Pavón Vasconcelos, Francisco, “Diccionario de Derecho Penal”, México 1997, p. 399.

17	  Universidad Nacional Autónoma de México , Instituto de Investigaciones Jurídicas, “Diccionario Jurídico Mexicano”, México, 1997, p. 1206

18	  Figueroa Navarro, Ma. Carmen, “Entrada y registro en el domicilio”, Madrid, 1994, p. 13
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En vista de todo lo anterior y a efecto de determinar el concepto de domicilio a que se encuentra referida 
la garantía de inviolabilidad del mismo, contenida en los párrafos primero en relación con el octavo del 
artículo 16 constitucional, resulta necesario nuevamente transcribir dichos párrafos:

 

“Artículo 16.- Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, 
sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente, que funde y motive la causa 
legal del procedimiento.

…

En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir y que será escrita, se 
expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que hayan de aprehenderse 
y los objetos que se buscan; a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, levantándose al 
concluirla, una acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante 
del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia.

…”

 

Como ya quedó apuntado, el precepto constitucional referido, en su primer párrafo establece como un 
derecho subjetivo público de los gobernados el no ser molestados, entre otros, en su domicilio; dicha 
protección va encaminada a actos de autoridad, sin que pueda considerarse que dicha protección al 
domicilio, se encuentre reducida al lugar en que una persona puede ser localizada, es decir, al lugar en el 
que establece su residencia habitual, pues con ello sólo se atendería al elemento objetivo del domicilio.

 

La protección a la inviolabilidad del domicilio a que nos referimos, atiende también y de manera esencial, 
al elemento subjetivo del domicilio, esto es, al propósito o destino que el sujeto concede a determinado 
espacio, en el que desarrolla actos y formas de vida calificadas como íntimas o privadas.

 

Así, la señalada protección del domicilio, no sólo está encaminada a la del bien inmueble, a la del espacio 
físico, sino también y de manera esencial, al ámbito del asiento de intimidad de la persona. 

 

Ello en virtud de que si bien el primer párrafo del artículo 16 constitucional se refiere a “domicilio”, lo cierto 
es que el octavo párrafo del mismo precepto, sólo señala “lugar”, debiendo entenderse por éste, aquél en el 
que el gobernado de algún modo se asienta y realiza actos relativos a su privacidad, a su intimidad.

 

En efecto, al encontrarse el cateo dentro del ámbito de la materia penal, es de considerarse (sic) que el 
concepto de domicilio en esta materia es más amplio, pues comprende también, cualquier localización 
o establecimiento de la persona, de naturaleza accidental y transitoria en donde lleve a cabo actos 
comprendidos dentro de su esfera privada.

 

Lo anterior se corrobora de algunos de los lugares que los artículos 285 y 381 bis, del Código Penal […] 
protegen contra los delitos de allanamiento de morada y robo: departamentos, viviendas, aposentos, 
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1.Detención

dependencias de casa habitada, cuartos habitados o destinados a habitación, fijos a la tierra o movibles.

 

Así las cosas, se puede establecer que el concepto de domicilio a que se encuentra referida la garantía 
de inviolabilidad del mismo, contenida en los párrafos primero en relación con el octavo del artículo 16 
constitucional, comprende tanto el lugar en el que una persona establece su residencia habitual, como todo 
aquel espacio, en el que desarrolla actos y formas de vida calificadas como íntimas o privadas.

 

Ahora, como quedó apuntado, el señalado artículo 16, permite que las autoridades, a efecto de poder 
cumplir con sus funciones, se introduzcan en el domicilio de los particulares, como en el caso de los 
cateos, los cuales deben cumplir requisitos formales y de fondo, tal y como lo dispone el octavo párrafo del 
mencionado precepto constitucional.

 

En efecto, con el afán de asegurar de manera efectiva y en favor del gobernado, la tutela de su persona, 
familia, domicilio, papeles y posesiones, el constituyente estableció que las órdenes de cateo única y 
exclusivamente deben ser expedidas por la autoridad judicial; y en concordancia con ello, señaló diversos 
requisitos tendentes al sano ejercicio en su práctica, estos son: a) que conste por escrito; b) que exprese 
el lugar que ha de inspeccionarse; c) que precise la materia de la inspección; d) que se levante un acta 
circunstanciada en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia 
o negativa, por la autoridad que practique la diligencia.

 

La finalidad del cateo, es la de aprehender a una persona mediante orden dada por autoridad competente; 
asimismo, la búsqueda de objetos que se presuma se encuentran en el lugar en donde se va a llevar dicha 
diligencia; aspectos que deben estar relacionados con la comisión del algún delito.   

 

El Código Federal de Procedimientos Penales, en observancia a la garantía de inviolabilidad del domicilio, 
en su artículo 61, establece:

 

“Artículo 61.- Cuando en la averiguación previa el Ministerio Público estime necesaria la práctica 
de un cateo, acudirá a la autoridad judicial competente, o si no lo hubiere al del orden común, 
a solicitar por escrito la diligencia, expresando su objeto y necesidad, así como la ubicación 
del lugar a inspeccionar y persona o personas que han de localizarse o de aprehenderse, y los 
objetos que se buscan o han de asegurarse a lo que únicamente debe limitarse la diligencia.

Al concluir el cateo se levantará acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos 
por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad judicial que 
practique la diligencia.

Cuando no se cumplan estos requisitos, la diligencia carecerá de todo valor probatorio, sin que 
sirva de excusa el consentimiento de los ocupantes del lugar.”

 

El precepto antes reproducido, además de los requisitos que establece el  octavo párrafo del artículo 16 
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constitucional con relación al cateo, esto es, a) que conste por escrito; b) que exprese el lugar que ha de 
inspeccionarse; c) que precise la materia de la inspección; d) que se levante un acta circunstanciada; señala 
que la orden de cateo debe expresar el objeto y necesidad del mismo y establece que de no cumplirse con 
los requisitos que menciona, la diligencia carecerá de todo valor probatorio.

 

El mencionado precepto legal, con la finalidad de asegurar el imperio de la garantía de inviolabilidad del 
domicilio en materia penal, es contundente al señalar que si no se cumple con alguno de los requisitos que 
establece, la diligencia de cateo carecerá de todo valor probatorio.

 

En esas condiciones, conviene establecer los actos que constituyen la diligencia de cateo:

 

1.- Localización de objetos y personas, así como la aprehensión de éstas en el domicilio registrado.

2.- Acta circunstanciada de la propia diligencia.

 

Atento a lo anterior, la sanción que establece el mencionado artículo 61, en el sentido de que carecerá de 
valor la diligencia de cateo que no se realice conforme a los requisitos en él señalados, los cuales son 
congruentes con los señalados en el artículo 16 constitucional, se limita a tales actos.

 

Así, se estará en imposibilidad de otorgar eficacia probatoria a los objetos y/o personas localizados en el 
registro domiciliario respectivo, así como lo asentado en el acta correspondiente.

 

En efecto, las pruebas obtenidas con vulneración a la inviolabilidad del domicilio, es decir, de la intromisión 
de la autoridad al domicilio de un gobernado sin contar con orden judicial, son los objetos y personas que se 
localicen, así como la aprehensión de éstas en el domicilio registrado y el acta circunstanciada de la propia 
diligencia, probanzas que carecen de eficacia probatoria alguna.

 

Es de destacarse que la tutela de los derechos fundamentales debe ser el objetivo prioritario del Estado 
de Derecho que la Constitución consagra, pues los derechos fundamentales son la base de nuestra 
organización jurídico-política; en esa virtud, su vulneración, entre otras consecuencias,  debe conducir a la 
imposibilidad de otorgar eficacia jurídica a las pruebas obtenidas con infracción de tales derechos.

 

Así resulta, que al ser la inviolabilidad del domicilio un derecho fundamental, las pruebas obtenidas con 
vulneración al mismo, carecerán de eficacia probatoria, quedando afectada también la eficacia probatoria 
de las pruebas que sean consecuencia directa de la obtenida con vulneración de dicho derecho fundamental, 
esto es, las obtenidas a partir de aquéllas.

 

Así, no puede ser materia de prueba el informe policíaco o parte informativo, ni los   testimonios de las 
autoridades que se introdujeron en el domicilio registrado, pues de manera directa derivan de dicha 
vulneración.
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1.Detención

 

Los objetos y personas encontrados en el domicilio inconstitucionalmente registrado, no hubieran existido 
de no haberse practicado el cateo ilegal, lo cual evidencia que el origen de los mismos es el propio cateo, el 
cual, al resultar ilegal y en consecuencia, carecer de todo valor probatorio, influye de manera directa en los 
actos que de él derivaron, debiendo éstos seguir la misma suerte que aquello que les dio origen.

 

Así, debe considerarse que todo acto que tenga su origen en un cateo que no cumpla con los requisitos 
constitucionales, carece de existencia legal, pues los actos que tengan su origen en un cateo que carezca 
de valor probatorio, esto en términos del artículo 61 del Código Federal de Procedimientos Penales, no 
pueden tener existencia legal. 

 

Ahora bien, de acuerdo a la regla procesal de exclusión de pruebas ilegalmente obtenidas, no puede darse 
valor legal en juicio a probanzas obtenidas con violación al debido proceso legal, en esa virtud, resultaría 
contrario a tal regla  considerar las actuaciones y probanzas realizadas con motivo de un cateo efectuado 
sin cumplir con los requisitos constitucionales.

 

Además que de darles valor a tales actos, sería tanto como convalidar de manera parcial el cateo realizado 
en dicha forma en beneficio de la autoridad, toda vez que si bien se declararía carente de valor probatorio 
el cateo, lo cierto es que las pruebas en él encontradas, mismas que derivan de tal diligencia, podrían ser 
consideradas en contra de quien fue molestado en su domicilio.

 

En esas condiciones, se dejaría en plena libertad a la autoridad para practicar cateos que no reúnan los 
requisitos constitucionales, pues de todos modos, los objetos que se encontraran en el mismo, tendrían 
valor probatorio; ello también equivaldría a desatender los requisitos que el artículo 16 constitucional en su 
octavo párrafo establece para las órdenes de cateo, en donde se señala que la diligencia respectiva debe 
limitarse a lo indicado en la orden con relación al lugar que ha de catearse, así como a los objetos que se 
buscan, pues cualquier objeto encontrado en el mismo, podría ser considerado por la autoridad, violándose 
con ello la privacidad del domicilio. 

 

Cabe apuntar, que el mandato constitucional respecto de la orden de cateo va dirigido  a las autoridades 
que se encuentran inmersas en la procuración y administración de justicia, que con su actuar pueden violar 
derechos fundamentales del gobernado que trascienden en su domicilio, libertad y seguridad jurídica, por 
lo que dichas autoridades están obligadas a respetar el marco constitucional y legal establecidos para esos 
efectos. 

 

Si bien la orden de   cateo presupone la comisión de un delito, la existencia de una investigación y la 
probabilidad de que en el mismo recinto se encuentra el activo o los objetos relacionados con el delito, lo 
cierto es que no en todos los casos hay una investigación ministerial de un delito previamente cometido, 
en la que existan datos del presunto responsable u objetos relacionados  con el delito que se encuentren 
en el domicilio particular.
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Ciertamente, existen casos de flagrancia, esto es, cuando se está en presencia de actos delictivos que se 
están ejecutando o se acaban de ejecutar, por ejemplo, cuando la autoridad policial recibe información 
en el sentido de que en determinado domicilio tienen secuestrado a un sujeto (delito permanente), o que 
se está cometiendo una violación (delito instantáneo), que se posee droga o armas (delito permanente), 
tráfico de personas (delito instantáneo), pederastia (delito instantáneo), casos en los que no se necesitará, 
necesariamente, orden judicial de cateo que autorice la intromisión o allanamiento del domicilio particular, ya 
que existiendo flagrancia, el propio artículo 16 constitucional, expresamente permite a cualquier particular, 
y con mayor razón a la autoridad, detener al indiciado y lógicamente hacer cesar la agresión delictiva.  

 

Lo anterior con independencia de que el delito en flagrancia se ejecute en el domicilio particular, toda vez 
que la Constitución no establece acotamiento alguno al respecto.

 

Es de señalarse que el Código Federal de Procedimientos Penales en el artículo 193, define lo que se 
entiende por flagrancia de la siguiente manera:

 

“ARTÍCULO 193.- Se entiende que existe flagrancia  cuando:

 I. El inculpado es detenido en el momento de estar cometiendo el delito;

 II. Inmediatamente después de ejecutado el delito, el inculpado es perseguido materialmente, o

III. El inculpado es señalado como responsable por la víctima, algún testigo presencial de los 
hechos o quien hubiere participado con él en la comisión del delito, o se encuentre en su poder 
el objeto, instrumento o producto del delito, o bien aparezcan huellas o indicios que hagan 
presumir fundadamente su participación en el delito; siempre y cuando se trate de un delito 
grave, así calificado por la ley, no haya transcurrido un plazo de cuarenta y ocho horas desde 
el momento de la comisión de los hechos delictivos, se haya iniciado la averiguación previa 
respectiva y no se hubiera interrumpido la persecución del delito.”

 

De lo anterior se advierte que la flagrancia se actualiza cuando el indiciado es sorprendido en el momento 
mismo en que se está cometiendo el delito o cuando inmediatamente después de que se ejecuta, el 
inculpado es perseguido materialmente; asimismo cuando el inculpado es señalado por la víctima, por 
algún testigo presencial de los hechos o por quien hubiere participado con él en la comisión del delito, o se 
encuentre en su poder el objeto, instrumento o producto del delito o bien aparezcan huellas o indicios que 
hagan presumir fundadamente su participación en el delito, siempre y cuando se trate de un delito grave, 
así calificado por la ley y no haya transcurrido un término de cuarenta y ocho horas desde el momento de 
la comisión de los hechos delictivos, se haya iniciado la averiguación previa respectiva y no se hubiera 
interrumpido la persecución del delito.

 

Así, sólo en los casos en que se trate de un delito cometido en flagrancia, previsto en el precepto constitucional 
y legal citado, puede la autoridad introducirse a un domicilio sin contar con orden de cateo, fundado en que 
la demora podría hacer ilusoria la investigación de los delitos y la aplicación de las penas correspondientes. 
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1.Detención

Lo anterior significa que la autoridad policial puede irrumpir en el domicilio de un gobernado sin contar con 
orden de cateo cuando se esté cometiendo el delito dentro del domicilio, igualmente cuando después de 
ejecutado un delito en flagrancia el inculpado es perseguido hasta el domicilio particular.

 

Ahora, si como quedó establecido, en los supuestos de flagrancia no se requiere, necesariamente, orden 
de cateo, lógicamente las pruebas que se encuentren vinculadas directa o indirectamente con dichas 
detenciones, no se rigen por los supuestos que contemplan los numerales 61 y 284 del Código Federal de 
Procedimientos Penales, pues tendrán eficacia probatoria y corresponderá al juzgador valorarlas conforme 
a las reglas relativas.

 

La diligencia de cateo prevista en el octavo párrafo del artículo 16 constitucional, como ya se apuntó, 
presupone una investigación ministerial de un hecho delictivo previamente cometido y la necesidad de 
buscar o detener al presunto implicado en el mismo o, en su caso, de buscar las pruebas que acrediten la 
existencia misma del delito o la probable responsabilidad del inculpado, lo cual no sucede en los casos de 
flagrancia.

 

La razón anterior obedece también al hecho de que la autoridad policial tiene el deber de velar por la 
seguridad y protección de la ciudadanía, por lo que se convierte en garante de los bienes de la sociedad 
y por contrapartida, tiene el derecho de hacer que cese dicha afectación, sin esperar que se lo autorice 
expresamente la autoridad judicial.

 

En efecto, en la Constitución se establecen los requisitos de la orden de cateo, sin los cuales la misma 
será ilegal, pero también se establece la facultad punitiva del Estado como garante de la existencia de la 
sociedad, de ahí que también prevea el delito flagrante.

 

Lo anterior, permite apreciar que entre ambos mandatos constitucionales, el de la orden de cateo y el de 
la facultad punitiva del Estado, debe existir un equilibrio, ya que no se puede concebir una orden de cateo 
que no cumpla con los requisitos correspondientes, en atención a los bienes tutelados que afecta, como 
tampoco, que ante conductas constitutivas de delitos, el Estado no actúe.

 

Así, la regla para realizar un cateo la constituyen todos los requisitos que establece el artículo 16 
constitucional descritos con anterioridad, y la excepción, cuando se verifique el cateo en caso de flagrante 
delito. 

 

De acuerdo a lo antes señalado, es de concluirse que las pruebas que se obtengan a partir de un cateo que 
no cumpla con los requisitos establecidos en el octavo párrafo del artículo 16 constitucional, carecerán 
de eficacia probatoria, ello con independencia de la responsabilidad en que las autoridades que irrumpan 
en el domicilio pudieran incurrir; en cambio, las probanzas que se obtengan como consecuencia de la 
intromisión de la autoridad policial a un domicilio en caso de flagrancia, tendrán eficacia probatoria.
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Cabe señalar que corresponderá al órgano jurisdiccional realizar el juicio de proporcionalidad sobre la 
medida del cateo llevada a cabo, a fin de establecer si se cumplieron los requisitos respectivos, o bien, no 
obstante que no se cumplieron se estaba en presencia de flagrante delito.

 

También debe precisarse que en caso de flagrancia la autoridad debe de contar con datos ciertos o válidos 
que motiven la intromisión al domicilio, datos que se deberán aportar en el proceso en caso de llegarse a 
consignar la averiguación correspondiente a efecto de que el juez pueda tener elementos de valuación para 
determinar si en el caso efectivamente se trató de flagrancia.

 

En caso de que no se acredite que la intromisión al domicilio fue motivada por un delito flagrante, tal 
intromisión así como lo que de ello derive resultará ilegal.

 

DECISIÓN. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió la contradicción de tesis en 
el sentido de que los medios de prueba obtenidos como consecuencia de la intromisión de la autoridad a un 
domicilio sin contar con orden de cateo, motivada por la comisión de un delito en flagrancia, tienen eficacia 
probatoria. Tal autoridad debe contar con datos ciertos o válidos que motiven la intromisión al domicilio 
sin la orden en cuestión, los cuales deben aportarse en el proceso en caso de consignarse la averiguación 
correspondiente a efecto de que el Juez tenga elementos que le permitan llegar a la convicción de que 
efectivamente se trató de flagrancia, pues de no acreditarse tal situación, las pruebas recabadas durante 
dicha intromisión, carecen de eficacia probatoria.

 

 

INTROMISIÓN DE LA AUTORIDAD EN UN DOMICILIO SIN ORDEN JUDICIAL. EFICACIA DE LAS ACTUACIONES 
REALIZADAS Y DE LAS PRUEBAS OBTENIDAS, CUANDO ES MOTIVADA POR LA COMISIÓN DE UN DELITO 
EN FLAGRANCIA. Si bien, la diligencia de cateo prevista en el octavo párrafo del artículo 16 constitucional 
presupone la comisión de un delito, la existencia de una investigación ministerial y la probabilidad de que 
en el domicilio que se registrará se encuentra el sujeto activo o los objetos relacionados con el ilícito; ello 
no sucede en todos los casos, pues tratándose de flagrante delito, con fundamento en que la demora 
puede hacer ilusoria la investigación del delito y la aplicación de las penas, la autoridad policial no requiere 
necesariamente orden de cateo para introducirse en el domicilio particular en el que se está ejecutando 
el delito, ya que en ese caso, el propio artículo 16 constitucional señala expresamente una excepción al 
respecto al permitir a cualquier particular, y con mayor razón a la autoridad, detener al indiciado, además de 
que el Estado -como garante de los bienes de la sociedad- debe actuar de inmediato en casos de flagrancia; 
por lo que en esas condiciones, los medios de prueba obtenidos como consecuencia de la intromisión de la 
autoridad a un domicilio sin contar con orden de cateo, motivada por la comisión de un delito en flagrancia, 
tienen eficacia probatoria, ya que al tratarse de hipótesis distintas, a efecto de determinar su valor probatorio, 
no se aplican las mismas reglas que tratándose de un cateo precedido por una investigación ministerial. 
Así, las pruebas que se obtengan a partir de un cateo que no cumpla con los requisitos establecidos en 
el octavo párrafo del artículo 16 constitucional, carecen de eficacia probatoria, ello con independencia de 
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1.Detención

la responsabilidad en que las autoridades que irrumpan en el domicilio pudieran incurrir; en cambio, las 
probanzas que se obtengan como consecuencia del allanamiento de un domicilio por parte de la autoridad 
policial en caso de flagrancia tienen eficacia probatoria, aun cuando no exista orden de cateo. Debiendo 
precisarse que tratándose del allanamiento de un domicilio por parte de la autoridad policial en caso de 
flagrancia, ésta debe contar con datos ciertos o válidos que motiven la intromisión al domicilio sin orden de 
cateo, los cuales deben aportarse en el proceso en caso de consignarse la averiguación correspondiente a 
efecto de que el Juez tenga elementos que le permitan llegar a la convicción de que efectivamente se trató 
de flagrancia, pues de no acreditarse tal situación, las pruebas recabadas durante dicha intromisión, carecen 
de eficacia probatoria.

Primera Sala, Tesis  1a./J. 21/2007  Registro en el Semanario Judicial de la Federación: 171739

CATEO. EN ACATAMIENTO A LA GARANTÍA DE INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO, LA ORDEN EMITIDA 
POR LA AUTORIDAD JUDICIAL, DEBE REUNIR LOS REQUISITOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 16 DE LA 
CONSTITUCIÓN, DE LO CONTRARIO DICHA ORDEN Y LAS PRUEBAS QUE SE HAYAN OBTENIDO COMO 
CONSECUENCIA DIRECTA DE LA MISMA, CARECEN DE EXISTENCIA LEGAL Y EFICACIA PROBATORIA. Con 
la finalidad de tutelar efectivamente la persona, familia, domicilio, papeles y posesiones de los gobernados, 
el Constituyente estableció en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
que las órdenes de cateo única y exclusivamente puede expedirlas la autoridad judicial cumpliendo los 
siguientes requisitos: a) que conste por escrito; b) que exprese el lugar que ha de inspeccionarse; c) que 
precise la materia de la inspección; d) que se levante un acta circunstanciada en presencia de dos testigos 
propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la 
diligencia. En ese sentido, el artículo 61 del Código Federal de Procedimientos Penales, en observancia a la 
garantía de inviolabilidad del domicilio, establece que si no se cumple con alguno de los requisitos del octavo 
párrafo del citado precepto constitucional, la diligencia carece de valor probatorio. Por tanto, las pruebas 
obtenidas con vulneración a dicha garantía, esto es, los objetos y personas que se localicen, su aprehensión 
en el domicilio registrado y las demás pruebas que sean consecuencia directa de las obtenidas en la forma 
referida, así como el acta circunstanciada de la propia diligencia, carecen de eficacia probatoria. En efecto, 
las actuaciones y probanzas cuyo origen sea un cateo que no cumpla con los requisitos constitucionales y 
por tanto, sin valor probatorio en términos del señalado artículo 61, carecen de existencia legal, pues de no 
haberse realizado el cateo, tales actos no hubieran existido.

Primera Sala, Tesis  1a./J. 22/2007  Registro en el Semanario Judicial de la Federación:  171836

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud 
de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento.

[…] (segundo a cuarto párrafo)

Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o 

NORMATIVIDAD CORRELATIVA
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inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad más 
cercana y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un registro inmediato de la 
detención.

En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la consignación del detenido deberá inmediatamente 
ratificar la detención o decretar la libertad con las reservas de ley.

[…] (sexto a noveno párrafo)

En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir, a solicitud del Ministerio Público, 
se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que hayan de aprehenderse y los 
objetos que se buscan, a lo que únicamente debe limitarse la diligencia, levantándose al concluirla, un acta 
circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia 
o negativa, por la autoridad que practique la diligencia.

[…]

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES

Artículo 19. Derecho al respeto a la libertad personal

Toda persona tiene derecho a que se respete su libertad personal, por lo que nadie podrá ser privado de la 
misma, sino en virtud de mandamiento dictado por la autoridad judicial o de conformidad con las demás 
causas y condiciones que autorizan la Constitución y este Código.

[…]

Artículo 132. Obligaciones del Policía

El Policía actuará bajo la conducción y mando del Ministerio Público en la investigación de los delitos en 
estricto apego a los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los 
derechos humanos reconocidos en la Constitución.

Para los efectos del presente Código, el Policía tendrá las siguientes obligaciones:

[…]

III.	 Realizar detenciones en los casos que autoriza la Constitución, haciendo saber a la persona detenida 
los derechos que ésta le otorga;

IV.	 Impedir que se consumen los delitos o que los hechos produzcan consecuencias ulteriores. 
Especialmente estará obligada a realizar todos los actos necesarios para evitar una agresión real, actual o 
inminente y sin derecho en protección de bienes jurídicos de los gobernados a quienes tiene la obligación de 
proteger;

[…]
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1.Detención

VI.	 Informar sin dilación por cualquier medio al Ministerio Público sobre la detención de cualquier 
persona, e inscribir inmediatamente las detenciones en el registro que al efecto establezcan las disposiciones 
aplicables;

[…]

XIV.	 Emitir el informe policial y demás documentos, de conformidad con las disposiciones aplicables. 
Para tal efecto se podrá apoyar en los conocimientos que resulten necesarios, sin que ello tenga el carácter 
de informes periciales, y

[…]

Artículo 146. Supuestos de flagrancia

Se podrá detener a una persona sin orden judicial en caso de flagrancia. Se entiende que hay flagrancia 
cuando:

I.	 La persona es detenida en el momento de estar cometiendo un delito, o

II.	 Inmediatamente después de cometerlo es detenida, en virtud de que:

a)	 Es sorprendida cometiendo el delito y es perseguida material e ininterrumpidamente, o

b)	 Cuando la persona sea señalada por la víctima u ofendido, algún testigo presencial de los 
hechos o quien hubiere intervenido con ella en la comisión del delito y cuando tenga en su 
poder instrumentos, objetos, productos del delito o se cuente con información o indicios que 
hagan presumir fundadamente que intervino en el mismo.

Para los efectos de la fracción II, inciso b), de este precepto, se considera que la persona ha sido detenida 
en flagrancia por señalamiento, siempre y cuando, inmediatamente después de cometer el delito no se haya 
interrumpido su búsqueda o localización.

Artículo 147. Detención en caso de flagrancia

Cualquier persona podrá detener a otra en la comisión de un delito flagrante, debiendo entregar inmediatamente 
al detenido a la autoridad más próxima y ésta con la misma prontitud al Ministerio Público.

Los cuerpos de seguridad pública estarán obligados a detener a quienes cometan un delito flagrante y 
realizarán el registro de la detención.

La inspección realizada por los cuerpos de seguridad al imputado deberá conducirse conforme a los 
lineamientos establecidos para tal efecto en el presente Código.
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En este caso o cuando reciban de cualquier persona o autoridad a una persona detenida, deberán ponerla 
de inmediato ante el Ministerio Público, quien realizará el registro de la hora a la cual lo están poniendo a 
disposición.

Artículo 149. Verificación de flagrancia del Ministerio Público

En los casos de flagrancia, el Ministerio Público deberá examinar las condiciones en las que se realizó la 
detención inmediatamente después de que la persona sea puesta a su disposición. Si la detención no fue 
realizada conforme a lo previsto en la Constitución y en este Código, dispondrá la libertad inmediata de la 
persona y, en su caso, velará por la aplicación de las sanciones disciplinarias o penales que correspondan.

Así también, durante el plazo de retención el Ministerio Público analizará la necesidad de dicha medida y 
realizará los actos de investigación que considere necesarios para, en su caso, ejercer la acción penal.

Artículo 252. Actos de investigación que requieren autorización previa del Juez de contro

[…]

II.	 Las órdenes de cateo;

Artículo 282. Solicitud de orden de cateo

Cuando en la investigación el Ministerio Público estime necesaria la práctica de un cateo, en razón de que el 
lugar a inspeccionar es un domicilio o una propiedad privada, solicitará por cualquier medio la autorización 
judicial para practicar el acto de investigación correspondiente. En la solicitud, que contará con un registro, 
se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que han de aprehenderse y los objetos 
que se buscan, señalando los motivos e indicios que sustentan la necesidad de la orden, así como los 
servidores públicos que podrán practicar o intervenir en dicho acto de investigación.

Artículo 285. Medidas de vigilancia

Aún antes de que el Juez de control competente dicte la orden de cateo, el Ministerio Público podrá disponer 
las medidas de vigilancia o cualquiera otra que no requiera control judicial, que estime conveniente para 
evitar la fuga del imputado o la sustracción, alteración, ocultamiento o destrucción de documentos o cosas 
que constituyen el objeto del cateo.

Artículo 290. Ingreso de una autoridad a lugar sin autorización judicial

Estará justificado el ingreso a un lugar cerrado sin orden judicial cuando:

I.	 Sea necesario para repeler una agresión real, actual o inminente y sin derecho que ponga en riesgo 
la vida, la integridad o la libertad personal de una o más personas, o
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1.Detención

II.	 Se realiza con consentimiento de quien se encuentre facultado para otorgarlo.

En los casos de la fracción II, la autoridad que practique el ingreso deberá informarlo dentro de los cinco 
días siguientes, ante el Órgano jurisdiccional. A dicha audiencia deberá asistir la persona que otorgó su 
consentimiento a efectos de ratificarla.

Los motivos que determinaron la inspección sin orden judicial constarán detalladamente en el acta que al 
efecto se levante.

Artículo 307. Audiencia inicial

En la audiencia inicial se informarán al imputado sus derechos constitucionales y legales, si no se le 
hubiese informado de los mismos con anterioridad, se realizará el control de legalidad de la detención si 
correspondiere, se formulará la imputación, se dará la oportunidad de declarar al imputado, se resolverá 
sobre las solicitudes de vinculación a proceso y medidas cautelares y se definirá el plazo para el cierre de la 
investigación.

[…]

Artículo 308. Control de legalidad de la detención

Inmediatamente después de que el imputado detenido en flagrancia o caso urgente sea puesto a disposición 
del Juez de control, se citará a la audiencia inicial en la que se realizará el control de la detención antes de 
que se proceda a la formulación de la imputación. El Juez le preguntará al detenido si cuenta con Defensor y 
en caso negativo, ordenará que se le nombre un Defensor público y le hará saber que tiene derecho a ofrecer 
datos de prueba, así como acceso a los registros.

El Ministerio Público deberá justificar las razones de la detención y el Juez de control procederá a calificarla, 
examinará el cumplimiento del plazo constitucional de retención y los requisitos de procedibilidad, 
ratificándola en caso de encontrarse ajustada a derecho o decretando la libertad en los términos previstos 
en este Código.

[…]
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